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LIX LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE SONORA 
 

 
SESION EXTRAORDINARIA 

 

 

ACTA DE LA SESION CELEBRADA EL DÍA 28 DE FEBRERO DE 2011 
 

 

En la ciudad de Hermosillo Sonora, siendo las doce horas con 

cuarenta y dos minutos del día veintiocho de febrero de dos mil once, se reunieron 

en el Salón de Sesiones del Congreso del Estado los ciudadanos diputados 

Acosta Tapia Raúl, Ayala Robles Linares Flor, Casal Díaz Moisés Ignacio, 

Claussen Iberri Otto Guillermo, Cristópulos Ríos Héctor Ulises, Curiel José 

Guadalupe, Duarte Iñigo Reginaldo, Félix Chávez Faustino, Figueroa Zazueta 

Gerardo, Flores García Eloísa, Galindo Delgado David Cuauhtémoc, Galván 

Cazares David Secundino, Germán Espinoza José Luis, Guerrero López Alberto 

Natanael, Laguna Torres Héctor Moisés, López Noriega Alejandra, López Quiroz 

Jesús Alberto, Madero Valencia Oscar Manuel, Marcor Ramírez César Augusto, 

Martínez De Teresa Sara, Montaño Maldonado María Dolores, Pacheco Moreno 

Bulmaro Andrés, Pantoja Hernández Leslie, Ramírez Wakamatzu Marco Antonio, 

Reina Lizárraga José Enrique, Rodríguez Freaner Carlos Heberto, Ruibal 

Astiazarán Roberto, Silva López Félix Rafael, Solís Granados Vicente Javier, 

Valdéz Villanueva Jorge Antonio y Zepeda Vidales Damián, y conformado el 

quórum legal, el diputado Presidente declaró abierta la sesión, y solicitó al 
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diputado Rodríguez Freaner, Secretario, diera lectura al decreto que convocó a 

este Congreso Local a una sesión extraordinaria. 

   

En cumplimiento al punto 3 del Orden del Día, la Presidencia 

procedió a la elección de la Mesa Directiva que habrá de ejercer funciones durante 

esta sesión extraordinaria, y solicitó a la Asamblea presentaran sus propuestas, 

siendo la única en la voz del diputado Ruibal Astiazarán, quien propuso a los 

diputados Acosta Tapia Raúl, Laguna Torres Héctor Moisés, Rodríguez Freaner 

Carlos Heberto, Valdéz Villanueva Jorge Antonio y Curiel José Guadalupe, como 

Presidente, Vicepresidente, Secretarios y Suplente, respectivamente; y puesto a 

consideración de la Asamblea, fue aprobada por unanimidad, en votación 

económica, quedando integrada de la siguiente manera: 

PRESIDENTE: …………………………………………..DIP. RAUL ACOSTA TAPIA. 

VICEPRESIDENTE: …………………..DIP. HECTOR MOISES LAGUNA TORRES. 

SECRETARIO: ……….………DIP. CARLOS HEBERTO RODRÍGUEZ FREANER. 

SECRETARIO: …………………..DIP. JORGE ANTONIO VALDEZ VILLANUEVA. 

SUPLENTE: …………………….……..…………DIP. JOSÉ GUADALUPE CURIEL. 

 

Acto seguido, el diputado Acosta Tapia, Presidente, dio lectura 

al Decreto que inaugura la sesión extraordinaria; y puesto a consideración de la 

Asamblea, fue aprobado por unanimidad, en votación económica. 
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En cumplimiento al punto 5 del Orden del Día, se concedió el 

uso de la voz al diputado Madero Valencia, quien dio lectura a la iniciativa 

presentada por la Comisión de Régimen Interno y Concertación Política, con 

proyecto de: “ACUERDO: PRIMERO.- El Congreso del Estado de Sonora 

resuelve integrar la Comisión Plural de diputados encargada de presentar al Pleno 

de esta Soberanía, el dictamen que contenga la lista de ciudadanos que pueden 

ser tomados en cuenta para la integración del Consejo Estatal Electoral.  La 

Comisión Plural se integrará por los diputados: Bulmaro Andrés Pacheco Moreno, 

Faustino Félix Chávez, Roberto Ruibal Astiazarán, Damián Zepeda Vidales, Jesús 

Alberto López Quiroz, David Cuauhtémoc Galindo Delgado, Oscar Manuel Madero 

Valencia, José Guadalupe Curiel y César Augusto Marcor Ramírez.  SEGUNDO.- 

El Congreso del Estado de Sonora resuelve turnar toda la documentación remitida 

por el Consejo Estatal Electoral, contenida en el folio número 1476, a la Comisión 

Plural señalada en el punto primero de este Acuerdo, para su estudio y emisión 

del dictamen que corresponde”. 

 

Finalizada la lectura, la Presidencia puso a consideración de la 

Asamblea la solicitud para declarar el asunto con el carácter de urgente y obvia 

resolución, y la dispensa al trámite de Comisión, siendo aprobada por unanimidad, 

en votación económica.  Siguiendo el protocolo, puso a discusión el Acuerdo en lo 

general y en lo particular, sin que se presentara objeción alguna, fue aprobado por 

unanimidad, en votación económica, dictándose el trámite de: “Aprobado el 

Acuerdo y comuníquese”. 
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En cumplimiento al punto 6 del Orden del Día, los diputados 

Zepeda Vidales y Casal Díaz, dieron lectura a la iniciativa presentada por la 

Comisión de Justicia y Derechos Humanos, con proyecto de: 

“DECRETO 
 
QUE REFORMA, DEROGA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 
CODIGO DE FAMILIA PARA EL ESTADO DE SONORA.  
 
 
ARTICULO PRIMERO.- Se reforman los artículos 4, 6, párrafo tercero, 8, 11,18, 
22, fracciones I, VIII, IX y X y el párrafo tercero, 26, párrafo primero, 29, párrafo 
primero, 31, 47, 56, 57, párrafo primero y la fracción VI, 61, 67, 70, 82, fracción II, 
84, párrafos primero y segundo, 86, párrafo segundo, 96, 97, 98, 100, 101, 105, 
fracción IV, 107, párrafo primero y la fracción I, 108, párrafo primero y la fracción 
II, 110, 111, 112, párrafo primero, 113, 114, 117, párrafo tercero, 118, 119, 120,  
párrafo segundo, 121, 127, 128, 130, 133, párrafos primero y tercero, 137, 139, 
140, fracción IV, 141, 142, párrafo segundo, 143, 144, 146, párrafo segundo, 148, 
149, 156, fracciones I, VIII y XIII, 159, 160, párrafo primero, 162, 166, 168, 169, 
párrafo primero, 175, 176, 177, fracción II, 178, párrafo primero, 179, regla 
primera, 180, 191, 195, 202, 223, 237, 241, 244, 245, 250, párrafo segundo, 251, 
252, párrafo primero, 253, 256, párrafo primero, 257, 258, 260, 263, párrafos 
primero y segundo y las fracciones III y IV,  275, párrafo segundo, 276, 280, 
fracción IV, 281, 283, 287, fracciones I, 289, 290, párrafo segundo, 292, párrafo 
primero, 295, 296, fracción I, 299, 300, párrafo segundo, 302, párrafo primero, 
303, 306, 308, 309, párrafo primero, 311, párrafos primero y cuarto, 314, párrafo 
segundo, 315, 322, 332, 338, fracciones I y IV y el párrafo segundo, 341, 342, 343, 
344, 347, fracción II, 360, 363, 366, 367, 368, 384, fracción XI, 385, 444, 445, 446, 
447, 451, 461, 466, 469, 470, 477, fracción IV, 481, 494, 496, 505, 513, 517, 519, 
párrafo segundo, 522, 523, 527, párrafo primero, 539, 542, párrafo primero y la 
fracción IV, 543, 544, 546, 549, fracciones I y II, 551, 553, 555 y 556; asimismo, se 
derogan el segundo párrafo del articulo 22, los artículos 55, 75, el segundo párrafo 
del articulo 151, el segundo párrafo del artículo 192, el párrafo tercero del artículo 
275 y los párrafos segundo y tercero del artículo 293 y se adicionan una fracción 
XI al artículo 22, un párrafo segundo, recorriéndose en su orden el actual párrafo 
segundo para ser tercero del artículo 27, un párrafo segundo del articulo 38, una 
fracción XVI al artículo 156, un párrafo segundo al articulo 193, los párrafos 
segundo y tercero al artículo 206, un párrafo tercero al artículo 241, un párrafo 
tercero al artículo 252, un párrafo tercero al artículo 256, el artículo  259 BIS, una 
fracción V al artículo 263, un artículo 315 Bis, un Capítulo III al Título Quinto, 
recorriéndose en su orden los actuales Capítulos III a XII, para ser IV a XIII, un 
párrafo segundo al artículo 436, un Capitulo XIV al Título Quinto, el cual estará 
integrado por los artículos 445, 446 y 447, un párrafo segundo al artículo 468, un 
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articulo 490 BIS y un párrafo segundo al artículo 527, todos del Código de Familia 
para el Estado de Sonora, para quedar como sigue: 
 
“ Artículo 4.- En la relación paterno-filial, las funciones encomendadas a quienes 
ejercen la patria potestad, la tutela o instituciones afines son la nutrición material y 
afectiva, así como la humanización y socialización de los descendientes, pupilos o 
personas a su cargo. 
 
Artículo 6.- … 
 
... 
 
Será el Ministerio Público especializado en cuestiones familiares, el que 
intervenga en los procedimientos familiares a través de sus agentes, en los casos 
previstos por este Código. En los lugares en donde no existan, intervendrán los 
ministerios públicos adscritos a los juzgados respectivos. 
 
Artículo 8.- Los hijos, cualquiera que sea la vinculación entre sus padres, son 
iguales ante la ley. Tienen derecho a conocer íntegramente su identidad, por lo 
que pueden reclamar el vínculo paterno-filial y a exigir informes sobre su origen 
genético, en los casos y  condiciones previstos por la ley. 
 
Articulo 11.- El matrimonio es la unión legítima de un hombre y una mujer, con el 
propósito expreso de integrar una familia, el respeto recíproco y la protección 
mutua,  así como la eventual perpetuación de la especie. Cualquier contradicción 
contraria a estos fines, acordada por los cónyuges, se tendrá por no puesta. 
 
Artículo 18.- Si el Juez, en el caso del artículo anterior, se niega a suplir el 
consentimiento para que se celebre el matrimonio, los interesados podrán ocurrir 
al Tribunal de Alzada, en los términos que disponga la legislación procesal 
correspondiente. 
 
Artículo 22.- … 
 
I.- La edad menor a dieciséis años en la mujer y en el varón, cuando no haya sido 
dispensada por el Juez de Primera Instancia; 
 
II.- a la VII.- … 
 
VIII.- La incapacidad mental manifiesta o declarada judicialmente de alguno de los 
cónyuges que impida al sujeto conocer y dirigir su conducta; 
 
IX.- El matrimonio subsistente con persona distinta a aquélla con quien se 
pretende contraer;  
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X.- La tutela vigente al momento de celebrar el matrimonio, entre el tutor y el 
pupilo menor; 
 
Si el matrimonio se celebrare en contravención  de lo dispuesto en la primera parte 
de esta fracción, el Juez nombrará inmediatamente un tutor interino que reciba los 
bienes y los administre; y 
 
XI.-  El atentado contra la vida de alguno de los casados para contraer matrimonio 
con el que quede libre. 
 
Se deroga. 
 
De estos impedimentos, sólo es dispensable la minoridad de 16 años en la mujer y 
en el varón. 
 
Artículo 26.- Los cónyuges vivirán juntos en el lugar que ambos establezcan. El 
Juez del domicilio podrá eximir de esta obligación a alguno de ellos, cuando el otro 
pretenda establecer su domicilio en un lugar insalubre, peligroso o indecoroso o 
cuando alegue una causa justificada. En estos casos el Juez podrá procurar que el 
conflicto se resuelva a través de la justicia alternativa. 
 
… 
 
Artículo 27.- … 
 
Los bienes de los cónyuges y sus productos, así como sus ingresos, quedan 
afectados preferentemente al pago de los alimentos. Para hacer efectivo este 
derecho, podrán los cónyuges y los hijos o sus representantes, pedir el 
aseguramiento de aquellos bienes. 
 
… 
 
Artículo 29.- El hombre y la mujer mayores de edad, tienen capacidad para 
administrar y disponer de sus bienes propios, ejercitar las acciones u oponer las 
excepciones que a ellos correspondan, sin necesidad de autorización del otro 
cónyuge, pero cuando la casa que sirva de habitación a la familia sea bien propio 
de uno de ellos, no podrá ser enajenada ni gravada sin autorización de ambos, 
hasta que el obligado asegure a sus miembros un lugar decoroso en donde 
habitar. Para ello, previo juicio de jurisdicción voluntaria promovido por una o 
ambas partes, deberá inscribirse tal circunstancia en la Oficina del Instituto 
Catastral y Registral del Estado de Sonora que corresponda, considerando una 
sola casa habitación.  
 
… 
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Artículo 31.- Los cónyuges pueden celebrar entre sí cualquier contrato, pero los de 
compra-venta, dación en pago, permuta y donación, sólo serán válidos cuando el 
matrimonio esté sujeto al régimen de separación de bienes o cuando se trate de 
bienes propios de cada cónyuge, cualquiera que sea el régimen patrimonial del 
matrimonio. 
 
Articulo 38.- Las donaciones prenupciales son revocables por las mismas causas 
por las que pueden revocarse las donaciones comunes, quedando firmes por la 
celebración del matrimonio. 
 
Estas se entienden revocadas por el adulterio o el abandono injustificado del 
domicilio conyugal por parte del donatario cuando el donante fuere el otro 
cónyuge. 
 
Artículo 47.- Las capitulaciones matrimoniales son los pactos que los esposos 
celebran para constituir la sociedad conyugal  o un régimen mixto, reglamentar su 
administración y eventual disolución. Si al momento de contraer matrimonio no se 
especifica el régimen adoptado, se entenderá que los esposos aceptan 
tácitamente las disposiciones sobre la sociedad conyugal legal. 
 
Artículo 55.-  Se deroga. 
 
Artículo 56.- En los supuestos del artículo 51 de este Código, cualquier 
modificación posterior que hagan los cónyuges de las capitulaciones 
matrimoniales deberá ser autorizada por el Juez o mediante escritura pública, 
ordenando la respectiva anotación en el protocolo en que se otorgaron las 
primeras y en el acta de matrimonio. Cuando por virtud de la modificación se 
transmitan bienes inmuebles o derechos reales entre los cónyuges, deberá 
inscribirse esta circunstancia en la oficina del Instituto Catastral y Registral para el 
Estado de Sonora que corresponda, a fin de que surta efectos contra terceros.  
 
Artículo 57.- Las capitulaciones matrimoniales donde se establezca la sociedad 
conyugal convencional, deben contener: 
 
I.- a la V.- … 
 
VI.- La declaración terminante acerca de quién debe ser administrador de la 
sociedad, expresándose con claridad las facultades que se les conceden, 
observando las disposiciones  del artículo 2831 del Código Civil para el Estado de 
Sonora; 
 
VII.- y VIII.- … 
 
Artículo 61.- Forman parte del fondo social, a menos que en las capitulaciones se 
acuerde otra cosa: 
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I.- Todos los bienes adquiridos por cualquiera de los cónyuges en el ejercicio de 
su profesión, trabajo o actividad lícita; 
 
II.- La herencia, legado o donación hechos en favor de ambos cónyuges sin 
designación de parte; 
 
III.- Los frutos, accesiones, rentas o intereses percibidos o devengados durante la 
vigencia de la sociedad, procedente de los bienes comunes o propios de cada 
cónyuge; 
 
IV.- El precio sacado de la masa social para que un cónyuge adquiera o pague 
bienes cuyo título sea anterior al matrimonio; 
 
V.- El costo de cualquier mejora o reparación hecha en finca propia, o el importe 
de los impuestos prediales pagados con fondos sociales, a menos que sus rentas 
o frutos ingresen a la sociedad como gananciales; 
 
VI.- El importe de las obligaciones familiares de uno de los cónyuges, anteriores al 
matrimonio, salvo cuando los salarios y las rentas o frutos de los bienes del 
deudor entren como gananciales de la sociedad; 
 
VII.- El exceso o diferencia de precio cubierto por la sociedad, en la permuta o 
adquisición de bienes que se realice con el precio obtenido de la enajenación de 
bienes propios de uno de los cónyuges; 
 
VIII.- Los bienes adquiridos durante la sociedad a costa del caudal común, aunque 
aparezca como adquirente uno sólo de los consortes; y 

 
IX.- Los beneficios o regalías derivados de los derechos de autor o de la propiedad 
industrial, aunque se hayan constituido o producido antes del matrimonio, pero 
sólo mientras dure la unión. 
 
Artículo 67.- La representación de la sociedad corresponde al cónyuge que ambos 
determinen en las capitulaciones matrimoniales, quien será substituido 
automáticamente por el otro una vez declarada judicialmente la interdicción o la 
ausencia, pero si se omite designar administrador se entenderá que ambos 
conyugues administran conjuntamente, sin perjuicio de la responsabilidad en que 
incurran y la obligación de rendir cuentas al liquidar la sociedad. 
 
La designación de administrador también puede hacerse durante el matrimonio, 
por comparecencia ante el Oficial del Registro Civil o ante Notario Público, 
debiendo suscribirse por ambos cónyuges y haciendo la anotación 
correspondiente en el acta de matrimonio. 
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Artículo 70.- Ninguna enajenación o gravamen de bienes sociales, hecha por un 
cónyuge en contra de la ley o en fraude del otro, perjudicará a éste o a sus 
herederos.  
 
Artículo 75.- Se  deroga. 
 
Artículo 82.- … 
 
I.- … 
 
II.- El importe de las enajenaciones o cualquier disposición realizada por el 
administrador, en operaciones fraudulentas contra la sociedad. 
 
Artículo 84.- Terminado el inventario, se pagarán los créditos que hubiere contra el 
fondo social, se devolverá a cada cónyuge lo que llevó al matrimonio y el sobrante, 
si lo hubiere, se dividirá entre los dos cónyuges en la forma convenida o, por 
partes iguales, si se trata de una sociedad conyugal de carácter legal, aplicando 
los principios que rigen la liquidación de un patrimonio común, por lo que la 
identificación de los bienes sociales que se adjudiquen a cada cónyuge como 
parte de sus gananciales, no constituyen ningún tipo de cesión o donación, 
aunque se trate de bienes inmuebles inscritos a nombre del otro. 
 
En todos los casos, previa protocolización ante Notario Público, podrán inscribirse 
como propios en el antecedente de la escritura que se trate ante el Instituto 
Catastral y Registral del Estado de Sonora, exhibiendo copia de la sentencia 
ejecutoriada y del convenio.  
 
… 
 
Artículo 86.- … 
 
La separación comprende los bienes de que sean dueños al celebrar el 
matrimonio y los que adquieran después, tal y como se especifique en las 
capitulaciones matrimoniales,  pero ambos quedan obligados, en forma solidaria y 
mancomunada, a responder de las deudas derivadas de la asistencia familiar, 
pudiendo reclamar uno de los cónyuges al otro la parte proporcional, cuando cubra 
íntegramente obligaciones comunes o la totalidad, cuando pague deudas 
exclusivas del otro. 
 
Artículo 96.- Los cónyuges responderán, recíprocamente, por los daños y 
perjuicios patrimoniales que  causen por dolo o culpa. 
 
Artículo 97.- El matrimonio inexistente no producirá efecto legal alguno, no es 
confirmable ni susceptible de caducidad y puede invocarse por cualquier 
interesado, por el Ministerio Público o el Procurador de la Defensa del Menor y la 
Familia, pero los hijos no podrán ser afectados en sus derechos. 
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Artículo 98.- El matrimonio inexistente o nulo no producirá efectos como acto, pero 
sí como hecho jurídico, con las consecuencias inherentes a esta categoría, 
incluyendo el pago de daños y perjuicios a cargo del cónyuge de mala fe, en los 
términos previstos para la reparación del daño derivada de hecho ilícito, sin 
perjuicio de fijar alimentos, liquidar el patrimonio social y demás efectos previstos 
para la nulidad del matrimonio. 
 
Artículo 100.- Se entiende que no existe declaración de voluntad cuando exista 
error substancial respecto de la naturaleza del acto; se realice por persona con  
incapacidad mental manifiesta o declarada judicialmente, o por analfabetos que no 
sepan leer ni escribir, si justifican que estamparon su huella en un documento que 
no les fue leído. 
 
Artículo 101.- Es también inexistente el acto cuando se demuestra la simulación 
absoluta del mismo. 
 
Artículo 105.- … 
 
I.- a la III.- … 
 
IV.- Que se haya celebrado en contravención a lo dispuesto en los artículos 189, 
190, 192, 194 y 195 del Código Civil para el Estado de Sonora. 
 
Artículo 107.- La violencia física o la moral serán causa de nulidad del matrimonio, 
si concurren las circunstancias siguientes:  
 
I.- Que pongan en  peligro la vida, la salud, la honra, la libertad o una parte 
considerable de los bienes; 
  
II.- y III.- … 
 
… 
 
Artículo 108.- La edad menor a  dieciséis años en la mujer y  en el hombre dejará 
de ser causa de nulidad: 
 
I.- …  

 
II.- Cuando no habiendo descendencia, ambos cónyuges hubieren llegado a los 
dieciocho años, sin que el Ministerio Público hubiese intentado la nulidad. 
 
Artículo 110.- Caduca esta acción de nulidad si ha pasado el término legal sin 
reclamarla. 
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Artículo 111.- El matrimonio entre menores de 18 años pero mayores de 16 años, 
se convalida si el ascendiente consiente posteriormente en el matrimonio, hace 
donación a los descendientes en consideración al mismo, invita a los consortes a 
vivir en su casa o cualquier otro acto que, a juicio del Juez, demuestre su 
consentimiento tácito. 
 
Artículo 112.- La nulidad por falta de consentimiento del tutor o del Juez, podrá 
pedirse dentro del término de treinta días de celebrado el matrimonio, por el tutor o 
el Ministerio Público, en su caso. 
 
… 
 
Artículo 113.- La acción de la nulidad que dimana del parentesco consanguíneo, 
por adopción o por afinidad en línea recta, puede ejercitarse por cualquiera de los 
cónyuges, por sus ascendientes o descendientes o por el Ministerio Público, en su 
caso, en cualquier tiempo. 
 
Artículo 114.- La acción de nulidad proveniente del atentado contra la vida de 
alguno de los cónyuges, provocado por cualquiera de ellos o un tercero para 
casarse con el que quede libre, puede ser deducida por los hijos del  cónyuge 
víctima del atentado,  por sus ascendientes hasta segundo grado o por el 
Ministerio Público, en su caso, una vez ejecutoriada la sentencia. 
 
Artículo 117.- ...  
 
… 
 
Si ninguna de las personas mencionadas deduce la acción de nulidad, la 
promoverá el Ministerio Público. 
 
Articulo 118.- La nulidad que se funde en la falta de formalidades para la validez 
del matrimonio, puede alegarse por los cónyuges, por el Ministerio Público, o 
cualquier persona con interés jurídico, dentro de los setenta días de celebrado, 
pero no se admitirá demanda de nulidad por falta de formalidades, cuando a la 
existencia del acta se una la posesión de estado matrimonial. 
 
Artículo 119.- El derecho para demandar la nulidad del matrimonio corresponde a 
quienes la ley lo concede expresamente y no es transmisible por herencia, ni de 
cualquier otra manera; sin embargo, los herederos podrán continuar la demanda 
de nulidad ya entablada por el autor de la sucesión, pero la instancia caducará si 
no se promueve dentro de los seis meses siguientes al reconocimiento de 
herederos. 
 
Artículo 120.- … 
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Ejecutoriada la sentencia que declare la nulidad, el Tribunal, de oficio, enviará 
copia certificada de ella al Oficial del Registro Civil ante quien pasó el matrimonio 
para que, en forma gratuita, al margen del acta, ponga nota circunstanciada en 
que conste: la parte resolutiva de la sentencia, su fecha, el Tribunal que la 
pronunció y el número con que se marcó la copia, la cual será depositada en el 
archivo. El Oficial del Registro Civil deberá informar a la autoridad judicial sobre el 
cumplimiento de este mandato, dentro de los cinco días siguientes a la notificación 
y requerimiento, bajo apercibimiento de multa. 
 
Artículo 121.- Es absolutamente nulo el matrimonio y además delictivo, cuando se 
contraiga estando vigente un matrimonio anterior, por lo que el Tribunal de la 
causa dará vista al Ministerio Público, una vez ejecutoriada la sentencia de 
nulidad, para que inicie averiguación previa, cuando considere que el cónyuge 
unido en matrimonio anterior o el otro tenían conocimiento de la subsistencia del 
vínculo. No existe nulidad ni delito, cuando se haya decretado previamente la 
presunción de muerte de uno de los cónyuges del matrimonio anterior. 
 
Artículo 127.- Si la demanda de nulidad fuere entablada por uno sólo de los 
cónyuges, se dictarán desde luego las medidas provisionales, previstas en el 
artículo 140 de este Código para la esposa y los hijos. 
 
Artículo 128.- En la sentencia de nulidad de matrimonio se resolverá sobre la 
situación de los hijos. Para ese efecto, los padres podrán presentar un convenio 
que contenga los acuerdos a que han llegado respecto a su custodia, la 
proporción que corresponda pagar a cada uno de ellos por concepto de alimentos 
y la forma de garantizar su pago. En caso de que no se presente el convenio o no 
se garantice el interés de los hijos, el Juez decidirá lo que corresponda, pudiendo 
determinar que los menores queden bajo la custodia del ascendiente que asegure 
el desarrollo integral de éstos. También podrá, en todo tiempo, modificar la 
determinación tomada, teniendo en cuenta las nuevas circunstancias y siempre 
que el interés de los hijos lo requiera. 
 
Articulo 130.- En los casos de nulidad de matrimonio, y aun tratándose de divorcio, 
los hijos e hijas menores de siete años se mantendrán al cuidado de la madre 
hasta que cumplan esta edad, salvo que se ponga en peligro su salud física, 
emocional o mental, supuestos en los cuales se podrá otorgar la custodia al otro 
cónyuge o al ascendiente que mejor asegure el desarrollo integral de aquellos. 
 
Artículo 133.- Sólo el cónyuge de buena fe podrá percibir alimentos a cargo del 
que conocía o provocó la causal de nulidad, por la cantidad y el tiempo que 
determine el juzgador, siempre que carezca de bienes y esté incapacitado para 
realizar actividades remuneradas. En caso de incapacidad para realizar 
actividades remuneradas del cónyuge  que conocía o provocó la causal de 
nulidad, se aplicarán las reglas sobre alimentos entre parientes.  
 
… 
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Esta obligación también termina cuando el acreedor contraiga nuevo matrimonio 
se una en concubinato u observe mala conducta, siempre y cuando esta no derive 
de incapacidad mental. 
 
Artículo 137.- El divorcio disuelve el matrimonio, con todos sus efectos, y deja a 
los cónyuges en aptitud de contraer otro, con las restricciones establecidas en 
este Capítulo. 
 
Artículo 139.- La muerte de uno de los cónyuges pone fin al juicio de divorcio, 
conservando el cónyuge supérstite y los herederos del difunto los mismos 
derechos y obligaciones que tendría si no hubiere existido dicho juicio. 
 
Artículo 140.- … 
 
I.- a la III.- … 
 
IV.- Fijar las reglas para el cuidado de los hijos. Los menores de 7 años quedarán 
durante el trámite, bajo el cuidado de la madre, salvo que se ponga en peligro su 
salud física, emocional o mental, en los términos del artículo 130 de este Código. 
 
V.- a la VII.- … 
 
… 
 
… 
 
… 
 
… 
 
Artículo 141.- La separación de cuerpos sólo puede ser decretada por el Juez, a 
solicitud de los cónyuges y sin expresión de causa, siempre que éstos acuerden 
sobre la custodia de los hijos, los alimentos y la situación de los bienes, pero 
transcurridos dos años desde que se suspendió la cohabitación, cualquiera de 
ellos puede solicitar, con audiencia del otro, la conversión a divorcio por causas 
objetivas, entendiendo que el término de la separación es prueba suficiente de que 
el matrimonio no puede cumplir sus fines esenciales. 
 
Artículo 142.- … 
 
El cónyuge sano no podrá pedir la separación de cuerpos si no han transcurrido 
dos años desde que se manifestó la enfermedad grave y contagiosa o la 
enajenación mental incurable, siempre que el otro cónyuge pueda solventar sus 
necesidades pues, de lo contrario, quien solicite la separación deberá otorgar 
alimentos al enfermo mientras dure la separación y por todo el tiempo que 
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subsista la enfermedad. El juez puede dispensar en un término de dos años, en 
casos graves y fundados, o liberar al cónyuge sano de la obligación de dar 
alimentos cuando no tenga capacidad para realizar actividades remuneradas, pero 
siempre deberá ordenar de oficio la investigación para identificar a los parientes 
obligados a dar alimentos, a fin de llamarlos a juicio y asegurar los mismos. 
 
Artículo 143.- El divorcio voluntario solo puede solicitarse  después de transcurrido 
un año de matrimonio, ante el Juez del domicilio conyugal. 
 
En el auto de radicación se hará del conocimiento de los divorciantes que tienen la 
opción de acudir al Centro de Justicia Alternativa, informándoles sobre la mediación 
y la conciliación, así como de los principios de las mismas, establecidos en la Ley de 
Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias para el Estado de Sonora. 
Dicha información deberá ser reiterada por el juez a los cónyuges al inicio de la junta 
de avenimiento. 
 
Si hasta antes de la celebración de la audiencia de avenimiento o  en la propia 
audiencia, alguno de los divorciantes manifiesta su interés en acudir al Centro de 
Justicia Alternativa, se dejará sin efecto la fecha señalada, para dicha audiencia, o 
en su caso, se suspenderá la misma, y el Juez mediante consulta inmediata al 
Director del Centro, fijará fecha y hora para que se inicie el procedimiento de 
mediación o la conciliación de acuerdo con la Ley de la materia, y en su 
oportunidad informará al Juez lo que resulte de tal procedimiento.   
 
Cuando el Director del Centro informe que no fue posible que los interesados 
llegaren a un acuerdo para evitar el divorcio, a petición de los mismos, se fijará 
fecha para la junta de avenimiento para continuar el procedimiento judicial.  
 
En los lugares en que no exista Centro de Justicia Alternativa del Poder Judicial 
del Estado,  el Juez de la causa citará a una audiencia que deberá realizarse 
después de quince días de radicada la demanda, en la que tratará de avenir 
personalmente a los divorciantes. Esta audiencia será nula si no es el Juez  quien 
la atiende. 
 
Artículo 144.- Los cónyuges que soliciten su divorcio por mutuo consentimiento, 
están obligados a presentar al Juzgado un convenio que deberá contener los 
siguientes puntos: 
 
I.- Designación de la persona que tendrá, a su cuidado, a los hijos durante el 
procedimiento y después de ejecutoriado el divorcio, así como el arreglo de las 
condiciones de éstos; 
 
II.- El modo en que se subvencionarán las necesidades de los hijos durante el 
procedimiento y después de ejecutoriada la sentencia de divorcio, así como la 
forma de hacer el pago y la garantía que lo asegurará; 
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III.- Designación del cónyuge que continuará habitando el domicilio conyugal, en 
su caso; 
 
IV.- La cantidad que, a título de alimentos, un cónyuge deba pagar al otro durante 
el procedimiento y después de ejecutoriada la sentencia y la forma de hacer el 
pago o bien, la manifestación expresa de que ambos cónyuges quedarán exentos 
de toda obligación a este respecto, en caso de que así se convenga; y 
 
V.- La forma de administrar los bienes de la sociedad conyugal legal, durante el 
procedimiento y la de liquidar dicha sociedad después de ejecutoriado el divorcio, 
en los términos del artículo siguiente. 
 
Artículo 146.- … 
 
El Juez puede rechazar o el Ministerio Público, en su caso, puede oponerse al 
divorcio, cuando el convenio no permita una adecuada vinculación entre padres e 
hijos o no queden garantizados los alimentos de estos últimos o impugnar, en su 
caso, la custodia compartida cuando afecte los intereses de los hijos.  
 
Artículo 148.- Procede el divorcio unilateral sin culpa, cuando uno de los cónyuges 
contraiga, durante el matrimonio, una enfermedad grave e incurable que sea, 
además, contagiosa, o una incapacidad mental manifiesta o declarada 
judicialmente.  
 
Artículo 149.- En el divorcio unilateral es necesario que se garantice el 
sostenimiento económico y la atención médica del enfermo, cuando éste último no 
tenga medios de subsistencia y siempre que el cónyuge sano tenga capacidad 
para asumir esta obligación, de lo contrario, se aplicarán las disposiciones sobre 
alimentos entre parientes, según lo dispuesto en el Código Procesal de la Materia.  
 
Artículo 151.- La embriaguez habitual y el uso indebido y persistente de drogas 
serán consideradas causales de divorcio por causa de enfermedad, cuando 
constituyan un continuo motivo de desavenencia conyugal o amenacen la 
estabilidad económica o la seguridad de la familia.   
 
Se deroga. 
 
Artículo 156.- … 
 
I.- El adulterio debidamente probado de uno de los cónyuges o los actos 
preparatorios que de manera necesaria y directa tiendan al mismo; además, el 
habitual comportamiento de alguno de ellos, consistente en actos u omisiones 
contrarios a la fidelidad y respeto recíprocos entre los consortes, que 
fundadamente obligue a presumir la conducta adúltera de uno de ellos, si esta se 
prolonga por más de un año; 
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II.- a la VII.- … 
 
VIII.- La amenaza o la injuria grave de un cónyuge para el otro, siempre que tales 
casos hagan imposible la  vida conyugal, a juicio del Juez o Tribunal, en su caso; 
 
 IX.- a la XII.- … 
 
XIII.- Las conductas de violencia intrafamiliar cometidas por un cónyuge contra el 
otro o hacia los hijos de ambos o de alguno de ellos, conforme a lo previsto en el 
artículo 166 de este Código; 
 
XIV.- y XV.- … 
 
XVI.- La separación injustificada de la casa conyugal por más de seis meses, con 
abandono absoluto de las obligaciones inherentes al matrimonio.  
 
Artículo 159.- El abandono injustificado del domicilio conyugal, constituye una 
causal permanente que sólo se interrumpe cuando el cónyuge abandonante 
regrese unilateralmente al hogar y cumpla plenamente las obligaciones inherentes 
al matrimonio, por lo que el divorcio debe solicitarse dentro de los seis meses 
siguientes. 
 
Artículo 160.- Ninguna de las causas de divorcio necesario pueden alegarse para 
pedir la suspensión o disolución del vínculo, cuando haya mediado perdón 
expreso o tácito, ni podrán subsumirse dos causales autónomas. Se exceptúa de 
lo anterior los casos de violencia intrafamiliar cometida en contra de los hijos 
menores e incapaces. El demandado puede reconvenir el divorcio por causal 
distinta o alegar la nulidad o inexistencia del matrimonio, como cuestiones previas. 
 
…  
 
Artículo 162.- En el caso de la fracción III del artículo 156 de este Código, el Juez 
dará vista al Ministerio Público o al Procurador de la Defensa del  Menor y la 
Familia, en su caso, para que si lo considera oportuno, promueva la pérdida o 
suspensión de la patria potestad de los hijos, en perjuicio de uno o ambos 
cónyuges.  
 
Artículo 166.-  Todos los integrantes de la familia están obligados a evitar 
conductas que generen violencia intrafamiliar. 
 
Por violencia intrafamiliar se entiende, todo acto de poder u omisión intencional 
dirigido a dominar, someter, controlar o agredir física, verbal, psicoemocional, 
sexual o patrimonialmente a cualquier miembro de la familia y que pueda causar 
maltrato físico, verbal, psicológico, sexual o daño patrimonial, en los términos de la 
Ley de Prevención y Atención de la Violencia Intrafamiliar. 
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Artículo 168.- En el divorcio voluntario los cónyuges no están obligados a darse 
alimentos. Si se pactan, serán considerados como una liberalidad de quien los 
otorga y se deberán cumplir a la letra.  
 
Artículo 169.- En el divorcio necesario basado en la enfermedad grave, incurable y 
transmisible o por la incapacidad mental manifiesta o declarada judicialmente de 
uno de los cónyuges, el consorte sano responderá por los alimentos del otro, por 
todo el tiempo que dure el impedimento, siempre que el enfermo no tenga bienes 
suficientes para alimentarse, ni capacidad para trabajar ni que las causas de su 
padecimiento le sean imputables, pudiendo modificarse su cuantía y duración en 
razón de circunstancias supervinientes. 
 
… 
 
Artículo 175.- La sentencia fijará la situación de los hijos, según el tipo de divorcio 
y a la causal invocada. El Juez debe asignar la custodia a quien mejor garantice el 
desarrollo integral de los menores, manteniendo en forma amplia y natural, el libre 
ejercicio de los derechos que correspondan a ambos padres, atendiendo a lo 
dispuesto en este Código.  
 
Artículo 176.- Cuando la causal afecte directamente a los hijos, como en los 
delitos graves cometidos en su contra, violencia intrafamiliar, abandono 
injustificado de sus deberes, o cuando se procure o permita su corrupción, podrá 
el juzgador decretar en la misma sentencia de divorcio la pérdida o suspensión de 
la patria potestad en perjuicio del cónyuge responsable, aunque no se haya 
solicitado en la demanda. 
 
Artículo 177.- … 
 
I.- … 
 
II.- Al cónyuge afectado por  una incapacidad mental manifiesta o declarada 
judicialmente, se le suspenderá en el ejercicio de la patria potestad, sin perjuicio 
de que el juez autorice la visita de los hijos al padre enfermo. 
 
III.- ... 
 
… 
 
Articulo 178.-  En el divorcio por causas objetivas, derivado de la  ausencia de uno 
de los cónyuges, éste  quedará suspendido en el ejercicio de la patria potestad, 
hasta que comparezca  ante la autoridad judicial y se efectúe  el procedimiento de 
recuperación correspondiente.   
 
… 
 



18 
 

Artículo 179.- … 
 
Primera.- Cuando se trate de las causales I, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XIII y XV  del 
artículo 156 y la prevista en el artículo 157 de este Código, se mantendrá en el 
ejercicio de la patria potestad a ambos progenitores, quedando a discreción del 
juzgador  asignar la custodia de los hijos. Esta regla se aplicará cuando el 
incumplimiento de las obligaciones familiares, violencia intrafamiliar o las sevicias, 
afecten sólo al otro cónyuge. 
 
Segunda a la Quinta.- … 
 
… 
 
Artículo 180.- La suspensión en el ejercicio de la patria potestad dictada en la 
sentencia de divorcio necesario no será mayor de tres años, pero la recuperación 
de este derecho requiere de declaración judicial, basada en una pericial de 
carácter psicológico, cuando se requiera,  que declare que el ascendiente 
suspendido puede asumir su responsabilidad y siempre que haya cumplido 
cabalmente sus obligaciones familiares. 
 
Artículo 191.- El concubinato es la unión voluntaria de un hombre y una mujer, 
libres de impedimentos matrimoniales por vinculo no disuelto o por parentesco, 
con el propósito tácito de integrar una familia, el respeto recíproco y la mutua 
protección, así como la eventual perpetuación de la especie. 
 
Artículo 192.- … 
 
I.- y II.- … 
 
Se deroga. 
 
Artículo 193.- … 
 
Los bienes de los concubinos y sus productos, así como sus ingresos, quedan 
afectados preferentemente al pago de los alimentos. Para hacer efectivo este 
derecho, podrán los concubinos y los hijos procreados entre ellos o sus 
representantes, pedir el aseguramiento de aquellos bienes.  
 
Artículo 195.- Una vez disuelto fácticamente el concubinato, el derecho a 
alimentos se prolongará por seis meses en favor del concubino que carezca de 
empleo o de bienes suficientes para alimentarse y a cargo del otro, pero concluido 
este plazo, ninguna de las partes podrá exigirse alimentos a menos que se haya 
pactado expresamente esta obligación por un tiempo mayor. 
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Artículo 202.- El concubinato termina por la muerte, la separación voluntaria de 
cualquiera de los concubinos o el matrimonio de cualquiera de éstos con persona 
diversa al concubinario. 
 
Artículo 206.- … 
 
No se considerarán acogientes a quienes hayan sido designados padres sustitutos 
por la autoridad o aceptado la custodia provisional del menor. 
 
En el caso de los menores abandonados o entregados lícitamente por sus padres, 
para que se establezca el parentesco voluntario entre el acogiente y el menor, 
será necesario que, en su caso, se declare la pérdida de la patria potestad de 
quienes la ejerzan. 
 
Artículo 223.- No basta el dicho de la madre para excluir de la paternidad al 
marido. Mientras que éste viva, únicamente él podrá reclamar contra la filiación del 
hijo concebido  durante el matrimonio.  
 
Artículo 237.- Pueden reconocer a sus hijos, los que tengan la edad para contraer 
matrimonio. 
 
Artículo 241.- El padre o la madre pueden reconocer al hijo, conjunta o 
separadamente, en cualquiera de las formas previstas en este código. 
 
El reconocimiento hecho por uno de los padres produce efectos respecto de él y 
no respecto del otro progenitor. 
 
Cuando el padre o la madre reconozcan separadamente a un  hijo, no podrán 
revelar en el acto de reconocimiento el nombre de la persona con quien fue 
habido, ni exponer ninguna circunstancia por la que aquella pueda ser identificada, 
a menos que se trate de hijos reconocidos previamente por uno de los padres. 
 
Artículo 244.- La mujer casada podrá reconocer sin el consentimiento del marido al 
hijo habido antes de su matrimonio, y tendrá derecho a llevarlo a vivir al domicilio 
conyugal, a menos que el marido se oponga expresamente. 
 
Artículo 245.- El marido podrá reconocer a un hijo habido antes de su matrimonio 
o durante éste con otra mujer; y tendrá derecho a llevarlo a vivir al domicilio 
conyugal, a menos que la esposa se oponga expresamente.  
 
Artículo 250.- … 
 
En caso de que no hicieren la designación, el Juez de Primera Instancia de lo 
Familiar o el Juez Civil del lugar, oyendo a los padres y al Ministerio Público, en su 
caso, resolverá lo más conveniente a los intereses del menor, pero ambos padres 
conservarán la patria potestad. 
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Artículo 251.- Cuando el reconocimiento se efectúe sucesivamente por los padres 
que no viven juntos, ejercerá la custodia el que primero hubiere reconocido, salvo 
que convengan otra cosa o que el Juez de Primera Instancia que conozca del 
asunto, a solicitud del padre no custodio y con audiencia del otro y del Ministerio 
Público, en su caso, decida por causas graves trasladarle la custodia, respetando 
los derechos del padre no custodio a una adecuada vinculación con el hijo.  
 
Artículo 252.- El Oficial del Registro Civil deberá informar, mensualmente, al 
Procurador de la Defensa del Menor y la Familia o al Ministerio Público, en su 
caso, las inscripciones de nacimiento de hijos monoparentales, señalando el 
nombre y domicilio del progenitor conocido, a fin de que uno de sus agentes le 
entreviste y se obtenga, por vía del convencimiento, la identidad y el domicilio del 
otro, a fin de promover el reconocimiento de la paternidad o la maternidad, a 
través de la mediación o conciliación institucional, así como el cumplimiento 
voluntario de las obligaciones derivadas del vínculo genético. 
 
… 
 
Además, el Oficial del Registro Civil tiene la obligación  de informar y orientar al 
progenitor que presente al menor para su registro, sobre el derecho a promover el 
reconocimiento de la paternidad o maternidad, en su caso, señalando a las citadas 
instituciones, a las que puedan acudir para recibir la asistencia jurídica necesaria. 
 
Artículo 253.- En caso de que el padre o la madre se opongan al reconocimiento, 
el Procurador de la Defensa del Menor y la Familia o el Ministerio Público, en 
aquellos casos en donde no exista Procurador, éste último podrá representar al 
menor en el juicio de investigación de la paternidad, siempre que el progenitor 
conocido lo autorice. 
 
Tratándose de niños abandonados o expósitos, el Ministerio Público iniciará 
oficiosamente la investigación de la paternidad y, en su caso, podrá ejercer la 
acción de  pérdida de la patria potestad, siguiendo las disposiciones de la 
legislación procesal correspondiente, y las siguientes:   
 
I.- Iniciar las investigaciones necesarias y la averiguación previa correspondiente 
para determinar el origen, la edad aparente, y demás circunstancias relacionadas 
con el menor; para lo anterior se auxiliará de constancia expedida por el médico 
legista y las personas e instituciones que estime convenientes. Los resultados 
deberán rendirse ante la autoridad correspondiente en un plazo que no exceda de 
20  días.  
 
II.- Proveer transitoriamente a la guarda y custodia del menor expósito, quien 
quedará bajo la tutela del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del 
Estado de Sonora, conforme a lo establecido en el artículo 381 de este Código. 
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III.- Presentar al menor ante el Oficial del Registro Civil, con los documentos que 
se hubieran encontrado y los resultados de las investigaciones, así como la 
averiguación previa, para realizar el registro de su nacimiento. 
 
La Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia podrá intervenir como 
coadyuvante en el proceso de investigación descrito. 
 
Una vez transcurrido el plazo de hasta 20 días establecido para realizar las 
investigaciones necesarias y la averiguación previa correspondiente, y no 
habiendo encontrado a quien ejerza la patria potestad del menor, la Procuraduría 
de la Defensa del Menor y la Familia o el Ministerio Público, demandarán ante el 
Poder Judicial la pérdida de la patria potestad. Dicho procedimiento se efectuará 
en la via oral, debiéndose realizar emplazamiento a la parte interesada mediante 
edictos que se publiquen  por 3 días consecutivos en el diario de mayor circulación 
de la localidad en que se haya encontrado al menor. Una vez efectuada la 
declaratoria de pérdida de patria potestad, deberá ser registrada ante el Oficial del 
Registro Civil que corresponda. 
 
Articulo 256.- La maternidad extramatrimonial resulta del sólo hecho del 
nacimiento y la identidad del nacido, pero puede ser impugnada en los casos en 
que entre el menor y la madre no exista realmente un vínculo genético, salvo las 
disposiciones sobre reproducción asistida con autorización de los cónyuges. 
 
… 
 
Para justificar la filiación, son admisibles todos los medios de prueba, y en los 
juicios de intestado o de alimentos, se justificará la filiación respecto a la madre, 
dentro del mismo procedimiento. 
 
Artículo 257.- En los juicios sobre investigación o impugnación de la paternidad, 
son admisibles todo tipo de  pruebas de los grupos sanguíneos y otros 
marcadores genéticos, como el estudio del ADN o análisis biológico molecular 
entre el menor y el presunto padre, con el objeto de probar la existencia o 
ausencia del vínculo, realizadas por instituciones o empresas legalmente 
autorizadas por la Secretaría de Salud o, en su caso, por laboratorios 
pertenecientes al Estado. La prueba será valorada de manera lógica y libre por el 
juzgador. 
 
Artículo 258.- El Juez o Tribunal ordenará, a costa de la dependencia del Poder 
Ejecutivo que éste designe para la realización de la pericial genética, cuando la 
actora carezca de capacidad económica para cubrir su importe o cuando la parte 
demandada se allane a la demanda, bajo condición de que la pericial biológica 
resulte positiva, pero también se presumirá la paternidad cuando el demandado se 
niegue, sin causa justificada, a someterse a dicha prueba. 
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Artículo 259 BIS.- Los demás herederos del hijo podrán intentar la acción de que 
trata el artículo anterior: 
 
I.-  Si el hijo ha muerto; y 
 
II.- Si el hijo cayó en estado de demencia. 

 
Asimismo, los herederos podrán continuar la acción intentada por el hijo, a no ser 
que éste se hubiere desistido formalmente de ella o nada hubiere promovido 
judicialmente durante un año contado desde la última diligencia.  
 
También podrán contestar toda demanda que tenga por objeto disputarle la 
condición de hijo nacido de matrimonio. 
 
Los acreedores, legatarios y donatarios tendrán los mismos derechos que 
concede a los herederos el presente artículo, si el hijo no dejó bienes suficientes 
para pagarles. 
 
Artículo 260.- Si el padre o la madre hubieren fallecido durante la minoridad de sus 
hijos, éstos podrán intentar la acción en todo tiempo, no estando sujeta a 
caducidad para ellos y sus herederos. 
 
Artículo 263.- Constituyen indicios de la vinculación paterno-filial y legitima el pago  
de alimentos provisionales: 
 
I.- y II.- … 
 
III.- La posesión de estado de hijo del padre o la madre supuestos; 
 
IV.- La administración de alimentos por cualquiera de los probables progenitores; y 
 
V.- Cualquier otra prueba suficiente a juicio del Juez. 
 
La posesión de estado de hijo se justificará demostrando, por los medios 
ordinarios de prueba, que el descendiente ha sido tratado por el presunto padre o 
por su familia como hijo del primero, proveyendo a su subsistencia, educación y 
sano esparcimiento. 
 
Artículo 275.- … 
 
I.- a la IV.- … 
 
Los requisitos de las fracciones III y IV de este artículo, serán acreditados 
mediante un estudio especial realizado por el Sistema Estatal para el Desarrollo 
Integral de la Familia, que los declare aptos para realizar la adopción y, en su 
caso, los medios de prueba que se ofrezcan ante el  Juez. 
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Se deroga. 
 
Artículo 276.- Los cónyuges o los concubinos podrán adoptar, cuando los dos 
estén conformes en considerar al adoptado como hijo.  
 
En el caso de disolución del vínculo concubinario, los hijos menores de siete años 
permanecerán con la madre, en los mismos términos que en la nulidad de 
matrimonio y el divorcio, debiendo plantearse, por vía judicial, un régimen de visita 
que garantice la adecuada comunicación del otro padre con su hijo adoptivo y el 
pleno ejercicio de sus derechos.  
 
Artículo 280.- … 
 
I.- a la III.- … 
 
IV.- El Ministerio Público del lugar del domicilio del adoptado, cuando no se 
actualicen alguna de las hipótesis anteriores.  
 
… 
 
Artículo 281.- En los casos de menores o incapaces por razones mentales, deberá 
tramitarse, previamente, la pérdida de la patria potestad antes de conceder la 
adopción. 
 
Artículo 283.- Si el tutor o el Ministerio Público o el Procurador de la Defensa del 
Menor y la Familia, se oponen a la adopción, deberán expresar la causa en que se 
funden, la que será calificada por el Juez tomando en cuenta los intereses del 
menor o incapacitado, y escuchando siempre al Sistema Estatal para el Desarrollo 
Integral de la Familia pudiendo suplir el consentimiento cuando la oposición resulte 
infundada. 
 
Artículo 287.-  … 
 
I.- Por acuerdo entre adoptante y adoptado. Cuando  la adopción se haya 
efectuado siendo menor de edad el adoptado, el acuerdo deberá darse una vez 
que este éste haya cumplido la mayoría de edad o, en su defecto, entre las 
personas que prestaron su consentimiento para la adopción;  
 
II.- Por impugnación del vínculo hecha por el adoptado; y 
 
III.- .... 
 
Artículo 289.- El menor o el incapacitado podrán impugnar su adopción, dentro del 
año siguiente a su mayoría de edad o a la fecha en que haya desaparecido la 
incapacidad, sin especificar la causa, excepto en el caso de que el menor hubiera 
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consentido en la adopción, pero en todo caso el Juez deberá remitir a las partes al 
Centro de Justicia Alternativa, antes de dictar resolución. En los lugares donde no 
exista Centro, el Juez tratará de conciliarlos. 
 
Artículo 290.- … 
 
I.- y II.- … 
 
La revocación debe plantearse por el adoptante en la primera hipótesis o por la 
parte interesada en la segunda, pudiendo solicitarla de oficio el Ministerio Público 
o el Procurador de la Defensa del Menor y la Familia, en su caso, pero siempre 
será oído el Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia. 
 
Artículo 292.- El decreto del Juez dejando sin efecto la adopción, restituye las 
cosas al estado que guardaban antes de constituir el vínculo y deberá 
comunicarse al Oficial del Registro Civil del lugar de la adopción para que cancele 
gratuitamente el acta respectiva y, a la familia de origen, a fin de que se encargue 
del menor o incapacitado. La revocación por ingratitud del adoptado da lugar a la 
revocación de las donaciones hechas por el adoptante. 
 
… 
 
Artículo 293.- …  
 
Se deroga. 
 
Se deroga. 
 
Artículo 295.- Sólo podrán adoptar plenamente los dos cónyuges que vivan juntos, 
siempre que llenen los requisitos de edad y solvencia, así como los concubinos 
que cumplan las condiciones previstas en este Código.  
 
No podrán adoptar en forma plena, quienes tengan parentesco consanguíneo en 
línea ascendente o descendente o en la colateral hasta el cuarto grado, a menos 
que el Juez competente otorgue dispensa por causas justificadas, oyendo siempre 
al Ministerio Público, en su caso, así como al menor cuando hubiese cumplido los 
doce años. 
 
Artículo 296.- … 
 
I.- Cuando los que ejerzan la patria potestad o, a falta de éstos, quienes ejerzan la 
tutela, declaren ante el Juez su voluntad de otorgar este tipo de adopción, 
después de ser informados de sus consecuencias; 
  
II.- a la IV.- … 
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Artículo 299.- Cuando el Tribunal no juzgue conveniente otorgar la adopción plena, 
concederá a los solicitantes, provisionalmente, la adopción simple y la posibilidad 
de convertirla en plena pasado el término de dos años. Si durante ese plazo se 
cumplen cabalmente las obligaciones de protección, afecto y educación del 
adoptado, según informes del Ministerio Público o del Procurador de la Defensa 
del Menor y la Familia, en su caso, el juez decretará la adopción plena, aunque el 
menor haya alcanzado la mayoría de edad. 
 
Artículo 300.- ... 
 
Está prohibido informar sobre los antecedentes registrales del adoptado, a no ser 
que a solicitud del mismo, cuando llegue a la mayoría de edad, previa autorización 
judicial, para conocer íntegramente su identidad o proteger su salud, a través del 
conocimiento de posibles enfermedades hereditarias o a petición del Ministerio 
Público, en los casos de investigación criminal. 
 
Artículo 302.- El extranjero o pareja de extranjeros o mexicanos que residan en el 
extranjero y que pretenda adoptar a un menor, deben exhibir al Juez 
correspondiente, además de la autorización de la Secretaría de Gobernación, un 
certificado debidamente legalizado y traducido, si está escrito en otro idioma, el 
cual deberá ser expedido por una institución autorizada en su país de origen y 
relacionada con la protección de menores, en el que conste que el solicitante tiene 
capacidad jurídica para adoptar, según las leyes de ese país, atendiendo a sus 
aptitudes física, moral, psicológica y económica; el Juez deberá escuchar en todos 
los casos al Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia.  
 
... 
 
… 
 
Artículo 303.- La adopción hecha por extranjeros radicados legalmente en México, 
se regirá por las disposiciones aplicables a los mexicanos pero en el caso de 
menores o incapacitados sujetos a la tutela del Sistema Estatal para el Desarrollo 
Integral de la Familia o cualquier institución autorizada que se ocupe de la 
custodia y protección de menores abandonados o huérfanos, se preferirá, en 
igualdad de circunstancias, a los mexicanos frente a los extranjeros o mexicanos 
que vivan fuera. 
 
Artículo 306.- A la solicitud de conversión deberá acompañarse la autorización 
suscrita por la persona o autoridad que otorgó su consentimiento para la adopción 
simple y se  escuchará al adoptado, siempre que tenga cuando menos 12 años, 
pero en los casos de ausencia u oposición infundada, el Juez de la adopción 
puede suplir el consentimiento.  
Cuando el Juez lo considere necesario, la persona que autorice la conversión 
deberá comparecer personalmente a ratificar su consentimiento, después de ser 
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informada sobre las modalidades de la adopción plena. En los casos que el 
adoptado alcanzare la mayoría de edad, deberá siempre existir su consentimiento. 
 
Artículo 308.- La patria potestad es un conjunto de derechos y obligaciones que se 
otorgan e imponen legalmente a los padres o a los abuelos, en su caso, para 
cumplir las funciones nutricias, protectoras y normativas en favor de sus 
descendientes, así como para la correcta  administración de sus bienes. 
 
Artículo 309.- Los menores de edad no emancipados y las personas con 
incapacidad mental manifiesta o declarados judicialmente, cualquiera que sea su 
edad, estarán bajo la patria potestad de sus padres o de sus abuelos, en los casos 
y condiciones que señala este Código.  
 
... 
 
Artículo 311.- A partir de la muerte de los padres, los abuelos domiciliados en la 
misma población de los menores o incapacitados, ejercerán en forma inmediata la 
custodia y representación provisional de sus nietos, sin perjuicio de que acuerden 
con los abuelos que residan en lugares distintos que sean éstos los que ejerzan 
estas prerrogativas. 
 
… 
 
… 
 
Las reglas anteriores se aplicarán cuando se presenten situaciones de abandono 
o peligro para el menor, previa solicitud al Juez Familiar para asumir la custodia 
provisional de los nietos. En caso de ausencia o incapacidad de los abuelos se 
nombrará tutor al menor o incapacitado. 
 
Artículo 314.-  ... 
 
En el caso de menores o incapaces acogidos por instituciones públicas de 
asistencia social,  por situaciones de abandono o de peligro,  no se aplicará lo 
previsto en el párrafo anterior, debiendo los abuelos comparecer a sus 
instalaciones a brindar a sus nietos la protección, asistencia o convivencia que 
requieran, aplicándose para el caso lo dispuesto en el artículo 312 de este Código.  
 
Artículo 315.- Cuando los padres del hijo nacido fuera de matrimonio se separen, 
ambos continuarán ejerciendo la patria potestad pero deberán convenir en quién 
conservará la custodia, así como la forma de administrar los alimentos y el 
derecho del padre no custodio a vigilar y convivir con el menor y, en caso de no 
existir acuerdo sobre ese punto, el Juez designará al progenitor que mejor 
garantice el desarrollo integral del menor o incapacitado, fijando los derechos y 
obligaciones del otro padre, en los mismos términos que en el divorcio voluntario. 
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Esta resolución no causa estado y podrá modificarse en el futuro por causas 
supervinientes. 
 
Artículo 315 Bis.- Los que ejercen la patria potestad, aun cuando no tengan la 
custodia, tienen el derecho de convivencia con sus descendientes, salvo que 
exista peligro para éstos, así declarado por el Juez de Primera Instancia, en  
términos de lo establecido en el capítulo relativo a la violencia intrafamiliar. 
 
No podrán impedirse, sin justa causa, las relaciones personales entre el menor y 
sus parientes. En caso de oposición, a petición de cualquiera de ellos, el Juez de 
Primera Instancia resolverá lo conducente, en atención al interés superior del 
menor. Sólo por mandato judicial podrá suspenderse o perderse el derecho de 
convivencia a que se refiere el párrafo anterior, así como en los casos de 
suspensión o pérdida de la patria potestad, conforme a las modalidades que para 
su ejercicio se establezca en el convenio o resolución judicial. 
 
Las obligaciones, facultades y restricciones establecidas para los tutores, se 
aplicarán al pariente que por cualquier circunstancia tenga la custodia de un 
menor. Quien conserva la patria potestad tendrá la obligación de contribuir con el 
pariente que custodia al menor en todos sus deberes, conservando sus derechos 
de convivencia y vigilancia. 
 
La anterior custodia podrá terminar por decisión del pariente que la realiza, por 
quien o quienes ejercen la patria potestad o por resolución judicial. 
 
Artículo 322.- Las personas que ejerzan la patria potestad representarán también 
a los menores en juicio; si dentro del juicio se nombrare representante común a 
alguna de ellas, no podrá ésta celebrar ningún arreglo para terminarlo sin el 
consentimiento expreso de su consorte y con la autorización judicial cuando la ley 
lo requiera expresamente. 
 
Artículo 332.- Las personas que ejercen la patria potestad tienen obligación de dar 
cuenta de la administración de los bienes de los hijos cuando éstos lleguen a la 
mayoría de edad o recuperen la sanidad mental, entregándoles los bienes y frutos 
que les corresponden. 
 
Artículo 338.- …  
 
I.- Cuando el que la ejerza es condenado a la pérdida de ese derecho por 
sentencia penal ejecutoriada o cuando haya sido condenado dos o más veces por 
delitos graves, siempre que a juicio del Juez Familiar del domicilio conyugal pueda 
poner en peligro la persona o bienes del menor;  
 
II.- y III.- …  
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IV.- Por la exposición o abandono que hicieren de sus descendientes los titulares 
de este derecho; y 
  
V.- … 
 
El ascendiente que contraiga ulteriores nupcias, no pierde por este hecho la patria 
potestad, pero el nuevo cónyuge no ejercerá este derecho a menos que adopte al 
hijo en los términos y condiciones previstos en este Código. 
 
Artículo 341.- En los casos en que el progenitor haya perdido la patria potestad, 
podrá solicitar al Juez, transcurridos al menos tres años de la resolución 
ejecutoriada, que mande hacer un estudio de su situación económica y de su 
comportamiento actual, incluyendo un diagnóstico psicológico de su personalidad, 
para que se le restituya la patria potestad de sus hijos.  
 
Antes de resolver, el Juez valorará las razones que ameritaron dicha pérdida, 
observando siempre el interés del menor y oirá al ascendiente que ejerza este 
derecho, al menor y al Ministerio Público, los que podrán oponerse fundadamente. 
La aceptación u oposición que manifiesten respecto de la acción ejercida los 
señalados anteriormente, serán valoradas por el Juez para decidir finalmente lo 
que mejor convenga al interés superior del menor. A consideración del Juez, se 
podrá solicitar la opinión de la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia. 
 
Se exceptúa de lo señalado en el presente artículo, y por lo tanto no procederá la 
recuperación, cuando la pérdida de la patria potestad haya derivado de un delito 
grave cometido en contra del menor o por violencia intrafamiliar. 
 
Artículo 342.- No procede la recuperación de la patria potestad, cuando el menor o 
el incapacitado, haya sido dado en adopción o cuando exista fundada duda sobre 
el comportamiento futuro del progenitor respecto de sus hijos. 
 
Artículo 343.- En los casos en que se ordene la restitución de la patria potestad, el 
ascendiente que la ejercía en forma exclusiva mantendrá, en todo tiempo, la 
custodia de sus descendientes y la administración de sus bienes. 
 
Artículo 344.- La restitución de la patria potestad, devuelve el derecho a una 
correcta comunicación del progenitor con sus hijos, pero será de tipo provisional, 
durante un período de dos años, al final del cual el Juez decretará la recuperación 
definitiva o la negará, atendiendo a las actitudes del solicitante y al cumplimiento 
de las obligaciones derivadas del vínculo paterno filial. 
 
Artículo 347.- … 
 
I.- … 
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II.- Los mayores de edad que sufran trastorno mental, aún cuando tengan 
intervalos lúcidos, así como quienes padezcan una incapacidad mental manifiesta 
o declarada judicialmente; 
 
III.- a la V.- … 
 
Artículo 360.- El menor de edad que padezca una incapacidad mental manifiesta o 
declarada judicialmente, sordomudo, ebrio consuetudinario o drogadicto, estará 
sujeto a la tutela de menores, mientras no llegue a la mayoría de edad. Si al 
cumplirse esta edad continúa el impedimento, el incapaz puede ser sujeto a una 
nueva tutela, previo juicio de interdicción en el que serán oídos el tutor y curador 
anteriores. Ninguno de ellos será removido cuando se trate de la tutela legítima o 
testamentaria, ni cuando el tutor dativo acepte continuar su función. 
 
Artículo 363.- La tutela legítima es una función protectora que se prolonga hasta 
que el menor o incapacitado alcanza la mayoría de edad o la sanidad. Tienen 
derecho preferente a ejercerla los hermanos, los tíos y los demás parientes por 
consanguinidad del  incapacitado, hasta el cuarto grado de la línea colateral, que 
mejor garanticen su seguridad y desarrollo. 
 
Artículo 366.- El hijo único, mayor de edad, es tutor de su padre o madre libre de 
matrimonio, en los mismos términos del artículo anterior. 
 
Cuando haya dos o más hijos, será preferido el que viva en compañía del padre o 
la madre y, siendo varios los que estén en el mismo caso, el Juez eligirá el que le 
parezca más apto. 
 
Artículo 367.- El tutor del incapacitado que tenga hijos menores, no sujetos a la 
patria potestad o la tutela de otra persona, será también tutor de éstos. 

 
CAPITULO III 

DE LA TUTELA AUTOASIGNADA 
 

Artículo 368.- Toda persona mayor de edad y capaz, puede designar al tutor que 
deberá encargarse de su persona y, en su caso, de su patrimonio, pudiendo en 
esta última hipótesis, designar al curador, en previsión de que pueda caer en 
interdicción por enfermedad mental, demencia, adicción a sustancias toxicas o 
cualquier otra causa que le impida gobernarse, previa declaración judicial, siempre 
que no afecte el derecho del cónyuge a ejercer la tutela legitima. 
 
La designación de las personas que ejerzan la tutela o curatela, debe hacerse 
ante notario público y en presencia de las personas nombradas, quienes deberán 
aceptar expresamente el cargo, debiendo contener expresamente todas las reglas 
a las que queda sujeta la tutela y la curatela e inscribirse ante el registro civil. Esta 
designación puede ser revocada en cualquier momento, mediante notificación 
notarial al o los designados. 
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El tutor y, en su caso, el curador así designado, deberán desempeñar sus 
funciones al menos un año, pasado el cual, podrán solicitar a la autoridad judicial 
que los libere del cargo, debiendo permanecer en funciones hasta que se nombre 
un tutor legítimo y rendir cuentas de la administración de los bienes del 
incapacitado.  

 
CAPITULO IV 

DE LA TUTELA TESTAMENTARIA 
 

CAPITULO V 
DE LA TUTELA DATIVA 

 
CAPITULO VI 

DE LOS IMPEDIMENTOS Y LA SEPARACIÓN EN EL DESEMPEÑO DE LA 
TUTELA 

 
Artículo 384.- … 
 
I.- a la X.- … 
 
XI.- El que padezca enfermedad grave, contagiosa e incurable, drogadicción o 
alcoholismo, o padezca una incapacidad mental manifiesta o declarada 
judicialmente; y 
 
XII.- … 
 
Artículo 385.- Tampoco pueden ser tutores ni curadores, los que hayan causado el 
vicio o padezcan una incapacidad mental manifiesta o declarada judicialmente, ni 
los que hayan fomentado directamente estos males. 
 

CAPITULO VII 
DE LAS EXCUSAS PARA DESEMPEÑAR LA TUTELA. 

 
CAPITULO VIII 

DE LA GARANTÍA QUE DEBEN PRESTAR LOS TUTORES 
 

CAPITULO IX 
DEL DESEMPEÑO DE LA TUTELA 

 
CAPITULO X 

DE LA EXTINCIÓN DE LA TUTELA 
 

CAPITULO XI 
DE LAS CUENTAS DE LA TUTELA 

 



31 
 

CAPITULO XII 
DE LA ENTREGA DE BIENES 

 
 
Artículo 436.-  … 
 
Cuando exista dolo o culpa de parte del tutor, serán de su cuenta todos los gastos. 
 

CAPITULO XIII 
DEL CURADOR 

 
Articulo 444.- Es también obligación del curador, vigilar el estado de las fincas y 
bienes administrados por el tutor, dando aviso al Juez del deterioro o menoscabo 
que en ellos hubiere a fin de que disponga las medidas necesarias.  
 
El curador que no cumpla la obligación prevista en el párrafo anterior, responderá 
de  los daños y perjuicios que resulten al incapacitado. 
 
El curador cesará cuando el incapacitado salga de la tutela; pero sólo si varía la 
persona del tutor, el curador continuará en su cargo. 
 
El curador tiene derecho a ser relevado de la curaduría, pasados cinco años de su 
encargo, pero no podrá exigir ninguna remuneración, excepto la restitución de los 
gastos realizados durante su gestión.  

 
CAPITULO XIV 

DE LOS CONSEJOS LOCALES DE TUTELA 
 

Artículo 445.- En cada municipalidad habrá un Consejo Local de Tutela compuesto 
de un presidente y de dos vocales, que durarán un año en el ejercicio de su cargo. 
Serán nombrados por los respectivos ayuntamientos, en la primera sesión que 
celebren en el mes de enero de cada año, procurando que los nombramientos 
recaigan en personas que sean de notorias buenas costumbres y que tengan 
interés en proteger a la infancia desvalida. 
 
Artículo 446.- El Consejo Local de Tutela es un órgano de vigilancia y de 
información que, además de las funciones que expresamente le asignan varios de 
los artículos que preceden, tienen las obligaciones siguientes: 
 
I.- Formar y remitir a los jueces, una lista de las personas de la localidad que, por 
su aptitud legal y moral, puedan desempeñar la tutela, para que de entre ellas se 
nombren los tutores y curadores, en los casos que estos nombramientos 
correspondan al Juez; 
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II.- Velar porque los tutores cumplan sus deberes, especialmente en lo que se 
refiere a la educación de los menores, dando aviso al Juez de las faltas u 
omisiones que notare; 
 
III.- Avisar al Juez cuando tenga conocimiento de que los bienes de un 
incapacitado  están en peligro, a fin de que dicte las medidas correspondientes; 
 
IV.- Investigar y poner en conocimiento del Juez los incapacitados que carecen de 
tutor, con el objeto de que se hagan los respectivos nombramientos; 
 
V.- Cuidar con especialidad de que los tutores cumplan la obligación que les 
impone la fracción II del artículo 401 de este Código; y 
 
VI.- Vigilar el registro de tutela, a fin de que sea llevado en debida forma. 
 
Artículo 447.- Mientras que se nombra tutor, el Juez debe dictar las medidas 
necesarias para que el incapacitado no sufra perjuicios en su persona o en sus 
intereses. 
 
Artículo 451.- La nulidad antes prevista, sólo puede ser alegada como acción o 
como excepción por el mismo incapacitado, cuando haya salido de su 
incapacidad, o por sus representantes; pero no por las personas con quienes 
contrató, ni por los fiadores. 
 
Artículo 461.- Si el ausente tiene hijos menores que estén bajo su patria potestad y 
no hay ascendientes que deban ejercerla conforme a la ley, ni tutor testamentario 
o legítimo, el Ministerio Público, en su caso, podrá solicitar al Juez familiar del 
domicilio del ausente, que se les nombre un tutor dativo. 
 
Artículo 466.- Tienen acción para pedir el nombramiento de depositario o de 
representante, cualquiera que tenga interés en la persona o patrimonio del 
ausente y, en su caso, el Ministerio Público. 
 
Artículo 468.- ...   
 
A falta de cónyuge, de descendientes y de ascendientes, será representante el 
heredero presuntivo. Si hubiere varios con igual derecho, ellos mismos elegirán el 
que deba representarlo.  Si no se ponen de acuerdo en la elección, la hará el Juez 
prefiriendo al que tenga más interés en la conservación de los bienes del ausente. 
 
Artículo 469.- El representante del ausente es el legítimo administrador de sus 
bienes y tiene las mismas obligaciones, facultades y restricciones que los tutores, 
incluyendo las causas de excusa y remoción, pudiendo reclamar el depósito de los 
bienes cuando no los haya recibido previamente y el pago de las mismas 
retribuciones previstas para los tutores. 
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No pueden ser representantes de un ausente, los que no pueden ser tutores. 
 
Pueden excusarse los que pueden hacerlo de la tutela. 
 
Será removido del cargo de representante, el que deba serlo del de tutor. 
 
El representante de ausente no entrará a la administración de los bienes sin que 
previamente forme inventario y avalúo de los mismos, debiendo prestar la caución 
correspondiente dentro del término de un mes o, en su defecto, se nombrará otro 
representante, a menos de que se trate del cónyuge de una sociedad conyugal. 
 
Artículo 470.- El representante del ausente disfrutará de la misma retribución 
señalada en el presente Código para los tutores. 
 
Artículo 477.- … 
 
I.- a la III.- … 
 
IV.- El Ministerio Público. 
 
Artículo 481.- Declarada la ausencia, si hubiere testamento, la persona en cuyo 
poder se encuentre lo presentará al Juez, dentro de quince días contados desde la 
última publicación que convocó al ausente.  
 
El Juez solicitará directamente al archivo de la Dirección General de Notarias, la 
expedición de un certificado de que no existe un testamento o copia del mismo; 
igualmente, podrá hacerse esta petición ante el Instituto Catastral y Registral del 
Estado de Sonora, que corresponda al domicilio del ausente.  
 
Artículo 490 BIS.- Si no pudiere darse la garantía prevenida en los tres artículos 
anteriores, el Juez, según las circunstancias de las personas y de los bienes, y 
concediendo el plazo fijado en el artículo 399 de este Código, podrá disminuir el 
importe de aquélla, pero de modo que no baje de la tercera parte de los valores 
señalados en el artículo 394 de este Código. 
 
Artículo 494.- Si hecha la declaración de ausencia no se presentaren herederos 
del ausente, el Ministerio Público, pedirá que continúe el representante o se 
designe a otro que, en nombre de la hacienda pública, entre en posesión 
provisional de los bienes del ausente. 
 
Artículo 496.- Si el ausente se presenta o se prueba su existencia antes de que 
sea declarada la presunción de muerte, recobrará sus bienes. Sin embargo, los 
que hayan tenido la posesión provisional, harán suyos todos los frutos industriales 
que hayan hecho producir a esos bienes y la mitad de los frutos naturales y civiles, 
aun cuando aparezcan nuevos herederos.  
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Artículo 505.- Cuando el individuo haya desaparecido al tomar parte en conflictos 
armados, encontrándose a bordo de un buque que naufrague o al verificarse una 
explosión, incendio, terremoto, inundación u otro siniestro semejante, como el 
secuestro, si no se tiene noticia de la víctima en el mismo término o desaparición 
forzosa debidamente probada, bastará que haya transcurrido un año, contado 
desde su desaparición, para que pueda decretarse la presunción de muerte. En 
esos casos no es necesario que previamente se declare su ausencia, pero sí que 
se tomen las medidas autorizadas en el Capítulo I de este Título. 
 
Artículo 513.- Los alimentos comprenden la comida, el vestido, la habitación, el 
sano esparcimiento y la asistencia en caso de enfermedad. Respecto de los 
menores, comprenden, además, los gastos necesarios para su educación, hasta 
proporcionarles un oficio, arte o profesión adecuados a sus circunstancias 
personales. Esta obligación se prorroga después de la mayoría de edad, si los 
acreedores alimentarios estudian una carrera técnica o superior, hasta el término 
normal necesario para concluir los estudios, si realizan los mismos de forma 
ininterrumpida. 
 
Artículo 517.- Los hijos están obligados a dar alimentos a los padres. A falta o por 
imposibilidad de los hijos, lo están los descendientes más próximos en grado.  
 
Artículo 519.- … 
 
También deben alimentar a sus parientes, dentro del grado mencionado, que 
fueren física o mentalmente incapaces, cualquiera que sea su edad. 
 
Artículo 522.- El deudor alimentista no podrá pedir que se incorpore a su familia al 
que debe recibir alimentos, cuando se trate de un cónyuge divorciado que reciba 
alimentos del otro o cuando haya inconveniente físico o legal para hacer esa 
incorporación.  
 
Artículo 523.- Los alimentos han de ser proporcionados a la posibilidad del que 
debe darlos y a la necesidad del que debe recibirlos. Los alimentos determinados 
por convenio o sentencia, tendrán un incremento automático, equivalente al 
aumento porcentual del salario mínimo diario vigente en la zona económica de que 
se trate, a menos que el deudor alimentario demuestre que sus ingresos no 
aumentaron en esa proporción, caso en el cual, el incremento se ajustará al 
porcentaje que realmente hubiera tenido el deudor en sus percepciones. En los 
alimentos que un cónyuge otorgue al otro en el juicio de divorcio voluntario, se 
estará a lo que se acuerde en el convenio respectivo.   
 
Artículo 527.- Los bienes de los cónyuges y sus productos, así como sus ingresos, 
quedan afectados preferentemente al pago de alimentos, pudiendo solicitar su 
aseguramiento: 
 
I.- a la V.- … 
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Si las personas a que se refieren las fracciones II, III y IV del artículo anterior no 
pueden representar al acreedor alimentario en el juicio en que se pida el 
aseguramiento de alimentos, se nombrará por el Juez un tutor interino. 
 
Artículo 539.- Los bienes afectos al patrimonio de familia son inalienables y no 
están sujetos a embargo ni gravamen alguno. 
 
Artículo 542.- El miembro de la familia que quiera constituir el patrimonio, lo 
manifestará por escrito al Juez de su domicilio, designando con toda precisión y de 
manera que puedan ser inscritos en la Oficina del Instituto Catastral y Registral del 
Estado de Sonora que corresponda, los bienes que van a quedar afectados 
demostrando, además: 
  
I.- a la III.- … 
 
IV.- Que son propiedad del constituyente, los bienes destinados al patrimonio y 
que no reportan ningún gravamen fuera de las servidumbres. También podrá 
constituirse cuando se trate de  la casa que esté gravada únicamente mediante el 
préstamo hipotecario otorgado para su adquisición, en cuyo caso el patrimonio de 
familia no afectará al acreedor hipotecario;  y 
 
V.- … 
 
Artículo 543.- Si se llenan las condiciones exigidas en el artículo anterior, el Juez, 
previo los trámites que fije el código procesal de la materia, aprobará la 
constitución del patrimonio de familia y mandará que se hagan las inscripciones 
correspondientes en el Instituto Catastral y Registral del Estado de Sonora. 
 
Artículo 544.- También podrá constituirse el patrimonio de familia ante Notario 
Público del lugar donde se ubique el bien inmueble que formará parte de dicho 
patrimonio o en la escritura pública en la que se adquiera el inmueble, con los 
mismos requisitos que se exigen para su constitución en la vía judicial, 
procediendo su inscripción en el Instituto Catastral y Registral del Estado de 
Sonora que corresponda.  
 
Artículo 546.- Las personas que tienen derecho a disfrutar del patrimonio de 
familia, el  tutor de los acreedores en materia de alimentos, el Ministerio Público, 
tienen el  derecho de exigir judicialmente por la vía sumaria, que se constituya el 
patrimonio de familia hasta por los valores fijados en el artículo 535 de este 
Código, sin invocar causa alguna, siempre que se cubran los requisitos previstos 
en este capítulo. 
 
Artículo 549.- … 
 
I.- Que sea de nacionalidad mexicana; 
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II.- Su aptitud la de sus familiares para desempeñar algún oficio, profesión, 
industria o comercio; 
 
III.- a la V.- … 
 
Artículo 551.- La constitución del patrimonio de familia no puede hacerse en fraude 
de acreedores, por lo que los bienes que lo integran pueden ser embargados por 
deudas contraídas antes de su constitución y registro, cuando el constituyente no 
tenga otros bienes en que hacer efectivo el cobro. 
 
Artículo 553.- Puede disminuirse el patrimonio de familia cuando se demuestre 
que su disminución es de gran necesidad o de notoria utilidad para la familia o los 
bienes sujetos a un valor determinado, superen en más de un cien por ciento el 
valor máximo que pueden tener conforme al artículo 535 de este Código.  
 
Artículo 555.- El Ministerio Público será oído en la extinción y en la reducción del 
patrimonio de familia.   
  
Artículo 556.- La declaración que extingue el patrimonio de familia la hará el Juez 
competente y la comunicará al Instituto Catastral y Registral del Estado de Sonora 
que corresponda, para que se hagan las cancelaciones correspondientes.  
 
Cuando el patrimonio se extinga por expropiación de sus bienes, el patrimonio 
quedará extinguido sin necesidad de declaración judicial, debiendo ordenarse su 
cancelación en el Instituto Catastral y Registral del Estado de Sonora. 
 
 
 
ARTICULO SEGUNDO.-  Se reforma el artículo primero transitorio de la Ley 261, 
que contiene el Código de Familia para el Estado de Sonora, el cual fue reformado 
mediante Decreto número 69, de fecha 07 de octubre de 2010, así como Decreto 
número 85, de fecha 27 de diciembre de 2010, para quedar como sigue: 
 
 

“TRANSITORIOS 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Código entrará en vigor el dia primero de abril 
del 2011, previa su publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado.  

 
ARTÍCULO SEGUNDO Y ARTÍCULO TERCERO.- …” 
 

 
ARTICULOS TRANSITORIOS 
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ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor dia primero de abril 
del 2011, previa publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado.  
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Al entrar en vigor el presente Decreto, se derogan los  
artículos 767, 777, 799, 856, 857 y 858 del Código Civil para el Estado de Sonora. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- El Ejecutivo del Estado, en un término de 90 días hábiles, 
contado a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, deberá emitir la 
reglamentación correspondiente para autorizar los laboratorios del sector salud 
que puedan realizar las periciales genéticas a que se refiere el artículo 257 del 
Código de Familia.  
 
ARTÍCULO CUARTO.- A falta de disposición expresa en cuanto a los términos o 
plazos que establece el Código de Familia, se estará a lo que dispone el Código 
de Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora. 
 
ARTÍCULO QUINTO.- En tanto entre en vigor el Código Procesal en materia 
familiar se aplicará en lo conducente el Código de Procedimientos Civiles para el 
Estado de Sonora”. 

 

Finalizada la lectura, la Presidencia puso a consideración de la 

Asamblea la solicitud para declarar el asunto con el carácter de urgente y obvia 

resolución, y la dispensa al trámite de Comisión, haciendo uso de la voz el 

diputado Zepeda Vidales para comentar sobre el proceso normal en la 

presentación de una iniciativa, aclarando que en este caso, fue a la inversa, pues 

primeramente, hubo una consulta pública abierta a la ciudadanía, una mesa 

técnica de trabajo abierta, transmitida por internet, transparente, por más de seis 

meses;  con técnicos especialistas se elaboró un anteproyecto que se publicó en 

la Gaceta Parlamentaria del 9 de diciembre, después un proyecto final que se 

envió a todos los integrantes de la mesa técnica el 19 de enero, y finalmente, se 

presentó la iniciativa con todas las observaciones, y firmada por los integrantes de 

la Comisión de Justicia, siendo ese el motivo por el cual se presenta la iniciativa y 

se solicita la dispensa del envío a la Comisión dictaminadora, toda vez que ya fue 
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hecho el procedimiento de análisis y discusión en dicha Comisión;  y puesto a 

consideración de la Asamblea el trámite, fue aprobado por unanimidad, en 

votación económica.  Siguiendo el protocolo, la Presidencia puso a discusión el 

Decreto en lo general y en lo particular, haciendo uso de la voz de nuevo el 

diputado Zepeda Vidales, para aclarar sobre algunos errores gramaticales en los 

artículos 306, que dice “Cuando el Juez lo considere necesario, la persona que 

autorice la conversión deberá comparecer personalmente a ratificar su 

consentimiento, después de ser informada sobre las modalidades de la 

adopción plena;  y el artículo 481 con la falta de la palabra “de”, en el último 

párrafo: “El Juez solicitará directamente al archivo de la Dirección General de 

Notarias, la expedición de un certificado”;  además, en la exposición se 

hablaba sobre cambios en el contenido del Código hasta de un 26%, y sólo fue un 

28%;  y sin que se presentaran más participaciones, fue aprobado en lo general y 

en lo particular, por unanimidad, en votación económica, dictándose el trámite de: 

“Aprobado el Decreto y comuníquese”. 

 

Acto seguido, la diputada Ayala Robles Linares felicitó a la 

Asamblea por la aprobación del Código de Familia, después de un arduo trabajo, y 

agradeció que en esta iniciativa fue contemplada la propuesta de otra que 

anteriormente el Grupo Parlamentario del PRI presentó, en la que solicitaron la 

eliminación de términos ofensivos utilizados en las leyes, principalmente en el 

Código Civil, y ahora con el Código de Familia esos términos quedaban en la 

historia, al igual que el espeto hacia la mujer y su dignidad, lo cual era una 
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muestra de que finalmente la equidad y la transparencia, así como el respeto y los 

derechos humanos eran reales en este Congreso Local, y extendió su felicitación 

a la Comisión dictaminadora que por seis meses trabajó junto a Magistrados, 

Jueces, técnicos y abogados, así como personal de la Procuraduría de la Defensa 

del Menor, la Universidad de Sonora, Notarios, Registro Civil, pues al ser tomadas 

en cuenta distintas opiniones, la ciudadanía salía ganando. 

 

En el mismo tenor, el diputado Zepeda Vidales dijo que 

celebraba que este Congreso Local aprobara estas reformas, pues en materia 

civil, el tema familiar ocupaba muchos juicios en los tribunales, de ahí la 

importancia de la aprobación del Código de Familia que no había entrado en vigor 

debido a algunas modificaciones importantes hechas, por inquietudes presentadas 

sobre todo del DIF, de la Procuraduría de la Defensa del Menor, el Poder Judicial, 

la Barra de Abogados, del Colegio de Notarios, de los mismos autores, de los 

diputados, pues en un principio se dijo que era mejor derogarlo, pero ahora 

probaban que era un Código sumamente positivo y moderno, que hace más 

eficiente la justicia familiar.  Asimismo, dijo que quería destacar tres puntos 

fundamentales, uno, el comentado por la diputada Ayala Robles Linares sobre el 

lenguaje; dos, sobre la adopción que se fortalece  con la participación del DIF 

Sonora, al regresar la facultad del visto bueno a las cartas de aceptación para 

adopción; se fortalece la adopción internacional para evitar la trata de personas; y 

un tema sumamente importante respecto de la recuperación de la patria potestad, 

considerada una novedad, al delimitar los casos en que procede, así como 
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algunas modificaciones en materia de divorcio, y otros, que serían positivos para 

el ciudadano como miembro de una célula de la sociedad, que es la familia. 

 

Acto seguido, el diputado Casal Díaz quiso insistir sobre dos 

cosas muy importantes, una, que la Comisión de Justicia y Derechos Humanos 

participó en forma muy activa, lo cual dijo, era obligación;  y el que los 33 

diputados, de diversas formas participaron, en especial, mencionó a la diputada 

Ayala Robles Linares que sin pertenecer a la Comisión dictaminadora, aportó 

mucho.  Por último, felicitó a la Asamblea, pues demostraba que había unión para 

un solo fin. 

 

En cumplimiento al punto 7 del Orden del Día, el diputado 

Galindo Delgado solicitó la dispensa al trámite de primera y segunda lectura del 

dictamen emitido por la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, siendo 

aprobado por unanimidad, en votación económica, de los proyectos de: 

“LEY  
 

DE PREVENCIÓN Y COMBATE DE LA TRATA DE PERSONAS  
PARA EL ESTADO DESONORA 

 
TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

CAPÍTULO ÚNICO 
DEL OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN 

 
ARTÍCULO 1.- La presente ley tiene por objeto la prevención y combate de la trata 
de personas, así como la protección, atención y asistencia tanto a las posibles 
víctimas como a las víctimas del mismo, a fin de garantizar el respeto a la dignidad 
humana y el libre desarrollo de la personalidad de las mismas. Esta ley se aplicará 
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en el territorio del Estado de Sonora y sus disposiciones son de orden público e 
interés social. 
 
ARTÍCULO 2.- Las autoridades estatales, en el ámbito de sus respectivas 
atribuciones, tienen la obligación de actuar con diligencia para perseguir y 
sancionar el delito de trata de personas, realizando las investigaciones y acciones 
necesarias para sancionar a los responsables, brindar atención y protección a las 
víctimas y prevenir la comisión del delito, mediante el desarrollo de programas 
permanentes. 

 
 

TÍTULO SEGUNDO 
DE LA COMISIÓN INTERINSTITUCIONAL PARA LA PREVENCIÓN Y EL 
COMBATE A LA TRATA DE PERSONAS EN EL ESTADO DE SONORA 

 
CAPÍTULO I 

DE SU DENOMINACIÓN Y OBJETO 
 
ARTÍCULO 3.- EI Ejecutivo del Estado establecerá una Comisión que tendrá el 
carácter de permanente la cual se denominará Comisión Interinstitucional para la 
Prevención y el Combate a la Trata de Personas en el Estado de Sonora. 
 
ARTÍCULO 4.- La Comisión Interinstitucional tendrá por objeto coordinar las 
acciones de los órganos que la integran para elaborar y poner en práctica el 
Programa Estatal para Prevenir y Combatir la Trata de Personas, el cual deberá 
incluir políticas públicas de protección, asistencia y atención a las víctimas de la 
trata de personas, así como aquellas tendientes a la prevención y el combate del 
Estado frente a este delito. 

 
CAPÍTULO II 

ESTRUCTURA DE LA COMISIÓN 
 

ARTÍCULO 5.- La Comisión Interinstitucional para la Prevención y el Combate a la 
Trata de Personas en el Estado de Sonora, estará integrada por los titulares de las  
siguientes instituciones estatales o por los representantes que éstos designe para 
tal efecto: 
 
I.- Por el Poder Ejecutivo Estatal y de las instituciones siguientes; 
 
a) Secretaría de Gobierno; 
 
b) Secretaría de Educación y Cultura; 
 
c) Secretaría de Salud Pública; 
 
d) Secretaría Ejecutiva de Seguridad Pública; 
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e) Secretaría de Desarrollo Social; 
 
f) Secretaría de Infraestructura y Desarrollo Urbano; 
 
g) Procuraduría General de Justicia del Estado; 
 
h) Comisión de Fomento al Turismo; 
 
i) Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en el Estado de Sonora; 
 
j) Instituto Sonorense de la Mujer; 
 
k) Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia; 
 
l) El titular de la Secretaría del Trabajo; 
 
m) Dirección General de Atención a Migrantes Internacionales; y 
 
n) Secretaría Técnica del Consejo Estatal de Población. 
 
EI Titular del Poder Ejecutivo podrá acordar la incorporación de otras 
dependencias o entidades para que formen parte de la Comisión. 
 
II.- Podrán participar en las reuniones de la Comisión Interinstitucional como 
invitados permanentes: 
 
a) Un representante designado por el Congreso del Estado; 
 
b) Un representante designado por el Poder Judicial del Estado; 
 
c) El presidente de la Comisión Estatal de Derechos Humanos; 
 
d) Un representante designado por la Universidad de Sonora; y 
 
e) Un representante designado por el Colegio de Sonora. 
 
Los invitados anteriores, se establecen de manera enunciativa, lo que no impedirá 
que puedan invitarse o convocarse a otros por acuerdo de la Comisión. 
 
ARTÍCULO 6.- La Comisión Interinstitucional podrá invitar a que participen en sus 
reuniones para efectos consultivos, a representantes de organismos públicos 
autónomos y de organizaciones de la sociedad civil, así como expertos 
académicos vinculados con el tema de trata de personas. 
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ARTÍCULO 7.- La Comisión Interinstitucional será presidida por el Gobernador del 
Estado o por quien éste determine. Las ausencias del Presidente se suplirán por el 
Secretario Técnico. 
 
ARTÍCULO 8.- La Comisión Interinstitucional designará de entre sus miembros,  a 
su Secretario Técnico. 
 
EI Secretario Técnico durará en su encargo tres años, el cual podrá ser 
prorrogado por un término igual, por una sola ocasión. Todas las Instituciones que 
formen parte de la Comisión Interinstitucional estarán obligadas a proporcionar los 
informes o cumplir lo que se acuerde en la Comisión y que sea solicitado o 
comunicado por la Secretaría Técnica. 
 
ARTÍCULO 9.- Los titulares de las dependencias o los representantes designados 
para tal efecto, podrán designar por escrito a un suplente para que los represente 
en las sesiones. 
 
ARTÍCULO 10.- Los integrantes de la Comisión fungirán como vocales y tendrán 
derecho a voz y voto. Los invitados y quienes asistan para efectos consultivos, 
solamente tendrán derecho a voz. 
 
ARTÍCULO 11.- La Comisión Interinstitucional, para su mejor funcionamiento, 
además de las subcomisiones a las que hace referencia el artículo 16 de esta Ley, 
podrá organizarse en Subcomisiones permanentes o especiales por ejes 
temáticos, las cuales estarán a cargo de un Coordinador. 
 
ARTÍCULO 12.- EI cargo de integrante de la Comisión Interinstitucional o de las 
Subcomisiones será de carácter honorífico; los integrantes no recibirán ninguna 
remuneración adicional por los servicios que presten. 

 
CAPÍTULO III 

DE LAS ATRIBUCIONES DE LA COMISIÓN 
 
ARTÍCULO 13.- La Comisión Interinstitucional para la Prevención y el Combate a 
la Trata de Personas en el Estado de Sonora, deberá: 
 
I.- Elaborar y coordinar la ejecución del Programa Estatal para Combatir y Prevenir  
la Trata de Personas y Protección  a  sus Víctimas; 
 
II.- Desarrollar campañas de prevención en materia de trata de personas, 
orientadas de manera especial a niñas, niños y mujeres, que conlleven a la 
realización de acciones fundamentadas en la salvaguarda de la dignidad humana 
y el respeto a los derechos fundamentales; 
 
III.- Promover convenios de colaboración interinstitucional y suscribir acuerdos de 
coordinación con los Gobiernos de otras Entidades Federativas, así como con los 
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Municipios del Estado de Sonora, en relación con la seguridad, internación, 
tránsito o destino de las víctimas del delito de trata de personas, con el propósito 
de protegerlas, orientarlas, atenderlas y, en su caso, asistirlas en el regreso a su 
lugar de residencia, así como para prevenir este delito y sancionar a quienes 
intervengan o participen en el; 
 
IV.- Dar seguimiento y evaluar los resultados que se obtengan por la ejecución de 
los convenios y acuerdos de coordinación; 
 
V.- Capacitar a los servidores públicos y la sociedad en general en materia de 
derechos humanos, promoviendo de manera particular el interés superior de los 
menores y la eliminación de la violencia contra las mujeres y niños, así como el 
conocimiento de los conceptos fundamentales e implicaciones de la trata de 
personas y de los instrumentos internacionales relacionados con la materia; 
 
VI.- Promover la investigación científica y el intercambio de experiencias entre 
organismos e instituciones a nivel nacional, incluyendo organizaciones de la 
sociedad civil, vinculadas con la prevención, protección y atención a las víctimas 
de la trata de personas; 
 
VII.- Informar a la población acerca de los riesgos e implicaciones de la trata de 
personas, las diversas modalidades de sometimiento en la comisión de este delito, 
así como los mecanismos para prevenir la comisión del delito y la revictimización 
de los afectados; 
 
VIII.- Informar y advertir al personal de hoteles, servicios de transporte público, 
restaurantes, bares y centros nocturnos, entre otros, acerca de la responsabilidad 
en que pueden incurrir en caso de facilitar o no impedir las conductas inherentes a 
la trata de personas, así como orientarlos en la prevención de este delito; 
 
IX.- Orientar al personal responsable de los diversos medios de transporte acerca 
de las medidas necesarias para asegurar, en especial, la protección de las 
personas menores de dieciocho o mayores de sesenta años de edad, indígenas, 
migrantes, mujeres, así como de quienes no tienen capacidad para comprender el 
significado del hecho o de quienes tienen alguna discapacidad, o que viajen solos 
a través del territorio del Estado; 
 
X.- Recopilar, con la ayuda del Consejo Estatal de Seguridad Pública y demás 
instituciones y organismos pertinentes, los datos estadísticos relativos a la 
incidencia delictiva en materia de trata de personas, con la finalidad de utilizarse 
en la toma de decisiones y para elaborar los contenidos de los programas en la 
materia. Dicha información deberá contener: 
 
a) EI número de detenciones, procesos judiciales, número de sentencias 
condenatorias en el que estén involucrados tratantes de personas y de quienes 
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cometen delitos relacionados con la trata de personas en las diferentes 
modalidades; 
 
b) EI número de víctimas de trata de personas, su sexo, estado civil, edad, 
nacionalidad y modalidad de victimización y, en su caso, calidad migratoria; y 
 
c) Información relativa a las rutas, medios de transporte y modos de operar de los 
tratantes en el Estado; 
 
XI.- Elaborar un informe anual, el cual contendrá los resultados obtenidos en el 
Programa Estatal para Combatir y Prevenir la Trata de Personas y Proteger a sus 
Víctimas, el cual será remitido al Gobernador y al Congreso del Estado; 
 
XII.- Coordinarse con la Comisión Intersecretarial para la Prevención y el Combate 
a la Trata de Personas, del nivel federal; 
 
XIII.- Integrar conforme a las atribuciones de sus miembros a las Subcomisiones 
Permanentes y a las Especiales; 
 
XIV.- Servir de órgano asesor y recomendar la realización de acciones a las 
dependencias y entidades de la administración pública Estatal; y 
 
XV.- Las demás que se establezcan en esta ley o en el Programa Estatal para la 
Prevención, Combate y Sanción a la Trata de Personas y Proteger a sus Víctimas. 

 
CAPÍTULO IV 

DE LAS SESIONES DE LA COMISIÓN 
 

ARTÍCULO 14.- La Comisión Interinstitucional para la Prevención y el Combate a 
la Trata de Personas en el Estado de Sonora, sesionará ordinariamente de 
manera cuatrimestral a convocatoria de su Presidente, y de manera extraordinaria 
cada vez que lo solicite el Presidente o a petición de las dos terceras partes de los 
miembros de la Comisión. 
 
Los acuerdos que se tomen en sesiones serán válidos cuando participen en ellas 
la mitad más uno de sus integrantes, quedando obligados los demás a su 
cumplimiento. 

 
CAPÍTULO V 

DE LAS SUBCOMISIONES 
 

ARTÍCULO 15.- Las Subcomisiones de la Comisión Interinstitucional para la 
Prevención y el Combate a la Trata de Personas en el Estado de Sonora, serán 
los grupos de trabajo integrados por los miembros de la Comisión que se 
conformen para realizar las acciones de prevención, protección y combate a la 
trata de personas. 
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ARTÍCULO 16.- Serán Subcomisiones Permanentes de la Comisión 
Interinstitucional, las siguientes: 
 
a) Subcomisión de Atención y Protección a Víctimas; 
 
b) Subcomisión de Difusión; 
 
c) Subcomisión de Capacitación; 
 
d) Subcomisión de Enlace con la Sociedad Civil, Organismos no Gubernamentales 
y de Fortalecimiento de Participación Ciudadana; y 
 
e) Subcomisión Jurídica. 
 
Las atribuciones y competencia de cada una de las Subcomisiones, estarán 
establecidas en el reglamento de la presente ley. 
 
ARTÍCULO 17.- La Comisión Interinstitucional podrá crear Comisiones Especiales 
para la atención o seguimiento de asuntos que así lo requieran. 
 
ARTÍCULO 18.- Para la consecución del objeto de la presente ley, los integrantes 
de la Comisión Interinstitucional, podrán participar como miembros de más de una 
Subcomisión, en el ámbito de sus atribuciones. 
 
Los Coordinadores de las Subcomisiones podrán convocar a sus reuniones a los 
invitados de la Comisión Interinstitucional, así como a representantes de 
organismos públicos autónomos y de organizaciones de la sociedad civil, así como 
expertos académicos vinculados con el tema de trata de personas, para efectos 
consultivos. 
 
ARTÍCULO 19.- Las Subcomisiones, podrán reunirse mensualmente o cuando se 
les convoque por el Coordinador respectivo, para analizar los asuntos que deban 
exponerse en las sesiones ordinarias o extraordinarias de la Comisión. 
 
EI Secretario Técnico de la Comisión Interinstitucional, podrá convocar a los 
Coordinadores de las Subcomisiones, en cualquier tiempo, para el debido 
seguimiento de los acuerdos y trabajos encomendados. 

 
TÍTULO TERCERO 

DE LA POLÍTICA EN MATERIA DE PREVENCIÓN Y PROTECCIÓN DE 
VÍCTIMAS 

 
CAPÍTULO I 

DE LA PREVENCIÓN 
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ARTÍCULO 20.- La Comisión Interinstitucional para la Prevención y el Combate a 
la Trata de Personas en el Estado de Sonora, fomentará las acciones tendientes a 
fortalecer la participación ciudadana, la responsabilidad social, la cultura de la 
denuncia y la prevención social del delito, para lo cual deberá: 
 
I.- Sensibilizar a la población mediante la divulgación de material referente a los 
derechos de las víctimas de trata de personas; 
 
II.- Adoptar y proponer la adopción de medidas legislativas, reglamentarias, 
educativas, sociales, culturales y de cualquier otra índole para desalentar la 
demanda que propicia cualquier forma de explotación relacionada con la trata de 
personas; elaborar estrategias y programas para evitar la comisión del delito de 
trata de personas, señalando las repercusiones que el delito conlleva; 
 
III.- Realizar campañas de información acerca de los métodos utilizados por los 
responsables del delito de trata de personas para captar o reclutar a las víctimas; 
 
IV.- Informar sobre los riesgos a la salud física y mental que sufren las víctimas de 
trata de personas; 
 
V.- Fomentar la participación ciudadana y la solidaridad, a fin de reducir los 
factores de vulnerabilidad de las personas; 
 
VI.- Promover la cultura de la denuncia como un factor indispensable en la lucha 
contra el crimen organizado, la impunidad y la aceptación social del delito; y 
 
VII.- Las demás que considere necesarias para la prevención del delito de trata de 
personas. 
 
ARTÍCULO 21.- Las políticas públicas, los programas y demás acciones que se 
adopten de conformidad con el presente capitulo incluirán, cuando proceda, la 
cooperación de organismos no gubernamentales y de la sociedad civil. 
 
ARTÍCULO 22.- La Comisión Interinstitucional, propondrá la adopción de medidas 
administrativas, legislativas y de cualquier otra índole, a fin de erradicar los 
factores de vulnerabilidad ante el delito de trata de personas, tales como la 
pobreza y la falta de oportunidades equitativas. 
 
ARTÍCULO 23.- La Comisión Interinstitucional fomentará el diseño, evaluación y 
actualización de los planes y programas de capacitación y formación de servidores 
públicos conforme a las siguientes reglas: 
 
I.- Proporcionar la capacitación y formación continua a los servidores públicos, con 
la finalidad de prevenir y atender el delito de trata de personas. Estas actividades 
estarán dirigidas, como mínimo, a todos los miembros de las instituciones del 
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Gobierno Estatal vinculadas a la Seguridad Publica, Procuración y Administración 
de Justicia; 
 
II.- La capacitación y formación arriba señaladas incluirán los tratados 
internacionales suscritos y ratificados por México en materia de derechos 
humanos y trata de personas, así como la legislación nacional, estatal e 
internacional referente a la atención y protección de los derechos de niñas, niños, 
adolescentes, mujeres, adultos mayores, indígenas, migrantes, de quienes no 
tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de quienes tienen 
alguna discapacidad; y 
 
III.- La capacitación y formación tendrán como principio rector el respeto a los 
derechos fundamentales de la víctima, el ofendido y el victimario. 

 
CAPÍTULO II 

DE LA PROTECCIÓN DE LAS VÍCTIMAS 
 

ARTÍCULO 24.- Las autoridades Estatales realizarán las acciones necesarias para 
identificar a las víctimas y posibles víctimas del delito de trata de personas, y 
adoptarán las siguientes medidas de atención y protección: 
 
I.- Proporcionarán orientación jurídica, asistencia social, educativa y laboral a las 
víctimas del delito de trata de personas. En el caso de que las víctimas sean 
extranjeros, pertenezcan a alguna etnia o comunidad indígena o hablen un 
dialecto o idioma diferente al castellano se designará a un traductor, quien le 
asistirá en todo momento; 
 
II.- Garantizarán asistencia material, médica y psicológica, en todo momento a las 
víctimas del delito, la cual según sea el caso, deberá ser en su lengua o idioma; 
 
III.- Fomentarán oportunidades de empleo, educación y capacitación para el 
trabajo a las víctimas del delito; 
 
IV.- Desarrollarán y ejecutarán planes y programas de asistencia, en los que se 
podrán contemplar la construcción de albergues para las víctimas de trata de 
personas, donde se les brinden las condiciones para garantizar el respeto a sus 
derechos fundamentales, así como alojamiento por el tiempo necesario, asistencia 
médica y psicológica, alimentación y cuidados, atendiendo a las necesidades 
particulares de las víctimas; 
 
V.- Asegurarán que la estancia en los albergues o en cualquier otra instalación sea 
de carácter voluntario, y que la víctima pueda salir del lugar si así lo desea; 
 
VI.- Facilitarán a la víctima, los medios necesarios para que ésta pueda 
comunicarse con cualquier persona; 
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VII.- Brindarán orientación jurídica migratoria a las víctimas del delito que así lo 
requieran, facilitarán la comunicación con su representante consular y, en su caso, 
cooperarán en la repatriación de la víctima, otorgándole plena seguridad de sus 
derechos fundamentales; 
 
VIII.- Garantizarán que bajo ninguna circunstancia se albergará a las víctimas en 
centros preventivos o penitenciarios, ni en lugares habilitados para tal efecto; 
 
IX.- Proporcionarán protección, seguridad y salvaguarda de su integridad y la de 
sus familiares ante amenazas, agresiones, intimidaciones o venganzas de los 
responsables del delito o de quienes estén ligados con ellos; y 
 
X.- Proporcionarán asesoría jurídica respecto de los derechos y procedimientos 
legales a seguir; brindarán acompañamiento jurídico durante todo el proceso legal, 
en especial para exigir la reparación del daño sufrido. 
 
ARTÍCULO 25.- Los órganos de procuración y administración de justicia estarán 
obligados a proteger la privacidad y la identidad de las víctimas de la trata de 
personas, previendo la confidencialidad de las actuaciones. 
 
ARTÍCULO 26.- La Comisión Interinstitucional, propondrá la adopción de medidas 
para lograr la recuperación física, psicológica y social de las víctimas del delito de 
trata de personas; al efecto, podrá promover la participación de organizaciones no 
gubernamentales y demás actores de la sociedad civil. 
 
ARTÍCULO 27.- Las autoridades estatales, en el ámbito de sus competencias, 
garantizarán de manera efectiva la seguridad física de las víctimas del delito de 
trata de personas que se encuentren en territorio estatal. 

 
TÍTULO CUARTO 

DEL PROGRAMA ESTATAL PARA LA PREVENCIÓN Y COMBATE A LA 
TRATA DE PERSONAS Y PROTECCIÓN A SUS VÍCTIMAS 

 
CAPÍTULO I 

CONTENIDO DEL PROGRAMA 
 

ARTÍCULO 28.- EI Programa Estatal para la Prevención y Combate a la Trata de 
Personas y Proteger a sus Víctimas, constituye el instrumento rector en materia de 
prevención, persecución del delito, así como protección y asistencia a las víctimas 
del delito de trata de personas 
 
ARTÍCULO 29.- La Comisión, en el diseño del Programa Estatal, deberá incluir los 
siguientes aspectos: 
 
I.- Un diagnóstico estatal de la situación que prevalezca en la materia, así como la 
identificación de la problemática a superar; 
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II.- Los objetivos generales y específicos del programa; 
 
III.- Las estrategias y líneas de acción del programa; 
 
IV.- Los mecanismos de cooperación interinstitucional y de enlace con instancias 
similares que atiendan a víctimas y que aborden la prevención; 
 
V.- Elaboración de estrategias sobre la participación activa y propositiva de la 
población; 
 
VI.- Los criterios de vinculación, colaboración y corresponsabilidad con la sociedad 
civil organizada; 
 
VII.- El diseño de campañas de difusión en los medios de comunicación, para 
sensibilizar a la sociedad sobre las formas de prevención y atención a víctimas; 
 
VIII.- Promover la cultura de prevención de la trata de personas y la protección a 
las víctimas; 
 
IX.- Generar alternativas para obtener recursos y financiar las acciones del 
programa; y 
 
X.- Establecer metodología de evaluación y seguimiento de las actividades que 
deriven de este programa, fijando indicadores para evaluar los resultados. 
 

CAPÍTULO II 
DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL 

 
ARTÍCULO 30.- Las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley, vinculadas a 
la prevención, persecución del delito de trata, así como de protección y asistencia 
a las víctimas cooperarán entre sí, intercambiando información, a fin de fortalecer 
las acciones encaminadas a combatir, prevenir y sancionar la trata de personas, y 
asistir a las víctimas de este delito. 
 
ARTÍCULO 31.- Las autoridades Estatales y la Comisión Interinstitucional 
promoverán la participación ciudadana, a fin de que la población y la sociedad civil 
organizada: 
 
I.- Colaboren en la prevención del delito de trata de personas; 
 
II.- Participen en las campañas y en las acciones derivadas del Programa Estatal a 
que se refiere esta ley; 
 
III.- Colaboren con las instituciones a fin de detectar a las víctimas del delito de 
trata, así como denunciar a los posibles autores del delito; 
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IV.- Denuncien cualquier hecho que resulte violatorio de lo establecido en esta ley; 
 
V.- Den parte al Ministerio Público de cualquier indicio de que una persona sea 
víctima del delito de trata de personas; y 
 
VI.- Proporcionen los datos necesarios para el desarrollo de investigaciones y 
estadísticas en la materia. 
 
ARTÍCULO 32.- Con la participación ciudadana se podrá constituir fondos de 
financiamiento, en los que concurran las organizaciones civiles y sociales, las 
instituciones académicas, grupos empresariales y agencias de cooperación, que 
estarán destinados para el desarrollo de proyectos en la materia. 
 

CAPÍTULO III 
DE LOS RECURSOS 

 
ARTÍCULO 33.- Las dependencias y entidades que constituyan la Comisión 
Interinstitucional, deberán incluir en sus presupuestos de egresos los rubros 
destinados a las acciones contra la trata de personas contempladas en el 
Programa Estatal. Esta obligación también comprenderá a las demás 
dependencias, instituciones y entidades que no siendo parte de la Comisión, 
deban colaborar en las acciones de prevención del delito de trata y atención a 
víctimas. 
 
ARTÍCULO 34.- Para financiar las acciones del Programa Estatal para Combatir y 
Prevenir la Trata de Personas y Proteger a sus Víctimas, el Estado podrá recibir y 
administrar los recursos que provengan de donaciones que realicen empresarios u 
organismos internacionales o de la sociedad civil, a través de la Secretaría de 
Hacienda, en los términos que señalan las leyes respectivas. 
 

T R A N S I T O R I O S 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- La Comisión Interinstitucional, así como sus 
Subcomisiones, deberán instalarse en los primeros sesenta días a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- El titular del Poder Ejecutivo Estatal contará con un plazo 
90 de días hábiles contados a partir de la entrada en vigor de la presente ley para 
expedir el reglamento de la misma. 
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ARTÍCULO CUARTO.- La Comisión Interinstitucional, una vez instalada, contará 
con un plazo de 90 días hábiles contados a partir de su instalación para elaborar el 
Programa Estatal para Combatir y Prevenir  la Trata de Personas”. 

 
 

“DECRETO 
 

QUE ADICIONA UN ARTÍCULO 301-L AL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO 
DE SONORA. 

 
ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona un artículo 301-L al Código Penal para el Estado 
de Sonora, para quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO 301-L.- Al que pudiendo hacerlo con su intervención inmediata y sin 
riesgo propio o ajeno, no impidiere la comisión del delito de trata de personas, se 
le impondrá una pena de seis meses a dos años de prisión y de cincuenta a 
doscientos días multa. 
 
La misma pena se impondrá a quien, pudiendo hacerlo, no acuda a la autoridad o 
a sus agentes a denunciar el delito de trata de personas de cuya comisión tenga 
noticia. 

 
T R A N S I T O R I O 

 
ARTÍCULO ÚNICO.- EI presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Sonora”. 
 
 

Habiendo sido dispensado los trámites de primera y segunda 

lectura, la Presidencia puso a discusión el dictamen en lo general y en lo 

particular, sin que se presentara objeción alguna, fue aprobado por unanimidad, 

en votación económica, dictándose el trámite de: “Aprobada la Ley y el Decreto y 

comuníquese”. 

 

Asentado el trámite, el diputado Galindo Delgado agradeció la 

solidaridad hacia la gente de Sonora, al igual que con los grupos vulnerables como 

los niños, mujeres e indígenas; asimismo, externó su reconocimiento al Colegio de 
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Abogados de Nogales quienes apoyaron en el desarrollo de esta Ley, y otras 

instituciones, quienes dijo, daban al gobierno local herramientas para hacer frente 

al delito de trata de personas, pues Sonora se convertía en uno de los primeros 

Estados del país que dota de marco legal a sus autoridades locales, que sumados 

al Gobierno Federal y al Congreso de la Unión, combatirían y castigarían a 

quienes cometan este delito, así como el brindar atención a las víctimas. 

 

En cumplimiento al punto 8 del Orden del Día, el diputado 

Galván Cázares solicitó la dispensa a los trámites de primera y segunda lectura 

del dictamen presentado por la Comisión de Seguridad Pública, siendo aprobado 

por unanimidad, en votación económica, el cual enuncia textualmente: 

 
“DECRETO QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY DE 

SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE SONORA 
 

ARTÍCULO UNICO: Se adiciona un segundo párrafo al artículo 82 y un artículo 82 
Ter a la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Sonora, para quedar como 
sigue: 

 
ARTÍCULO 82.-… 
 
A y B.-… 
 
La Policía Estatal de Seguridad Pública brindará la vigilancia y protección 
necesaria a la integridad física, por el tiempo que dure su encargo, a los siguientes 
servidores públicos: Gobernador del Estado, Secretario de Gobierno, Procurador 
General de Justicia y Subprocuradores, Secretario Ejecutivo del Consejo Estatal 
de Seguridad Pública, Director General de la Policía Estatal Investigadora y de la 
Policía Estatal de Seguridad Pública, así como de aquellos servidores públicos 
que por la naturaleza de sus funciones se pueda derivar algún peligro a su 
integridad física. 
 
ARTÍCULO 82 Ter.- El Secretario Ejecutivo, por conducto de la Policía Estatal de 
Seguridad Pública, está obligado a otorgar, en el Estado, servicio de protección, 
vigilancia y custodia de la integridad física, a las personas que hayan 
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desempeñado los puestos de Gobernador del Estado, Procurador General de 
Justicia y Secretario Ejecutivo del Consejo Estatal de Seguridad Pública. Dicha 
prestación se otorgará, en forma gratuita y como mínimo, por un periodo igual al 
que estuvo en funciones, pudiendo prorrogarse por el plazo que considere 
necesario el Secretario Ejecutivo. 
 
El Secretario Ejecutivo podrá extender el beneficio señalado en el párrafo anterior, 
a aquellas personas que por la naturaleza de sus funciones y por los asuntos 
oficiales en que participaron dentro del Gobierno del Estado, se pudiera derivar 
algún riesgo o peligro a su integridad física.  
 
Las decisiones del Secretario Ejecutivo deberán adoptarse, sin demora, dentro de 
las 48 horas siguientes a la fecha en que el servidor público concluyó el ejercicio 
de su encargo o, si fuere el caso, en forma previa al vencimiento del plazo de 
protección que les señala el primer párrafo de este artículo a quien fungió como 
Gobernador del Estado, Procurador General de Justicia o Secretario Ejecutivo de 
Seguridad Pública.  
 
Al ex funcionario en custodia, deberán proporcionársele aquellos instrumentos, 
herramientas, equipo o armas que durante su encargo sirvieron para darle 
seguridad personal, tales como chaleco antibalas, armamento o cualquier otro 
necesario para su protección. Adicionalmente, a quien ostentó el cargo de 
Procurador General de Justicia se le proporcionará vehículo blindado.  

 
T R A N S I T O R I O S 

 
ARTÍCULO PRIMERO.- EI presente Decreto entrará en vigor el día de su 
publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Sonora. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Los ex funcionarios que a la fecha de entrada en vigor 
del presente Decreto cuenten, por disposición administrativa, con protección y 
vigilancia de su integridad física proporcionada por el Gobierno del Estado, 
continuarán con dicho beneficio, debiendo correr el término que señala el artículo 
82 Ter del presente resolutivo. Para tal efecto, el Secretario Ejecutivo elaborará un 
registro en el que detalle las personas que cuentan con dicho beneficio”. 
 
 

Siguiendo el protocolo, puso a discusión de la Asamblea, el 

Decreto en lo general y en lo particular, haciendo uso de la voz el diputado Galván 

Cázares, quien dijo que en los últimos meses, recibió críticas a su propuesta, las 

cuales dijo, eran aceptadas, pues de alguna manera era un sentimiento por parte 

del ciudadano al sentirse inseguro en su hogar o en su carro al transitar por alguna 
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calle, y él se preguntaba cómo se sentiría el servidor público que daba la cara 

durante mucho tiempo enfrentando al crimen organizado, por tanto, ellos como 

Asamblea debían respaldar a quienes valientemente combatían el crimen 

organizado y arriesgaban su vida y la de sus familiares, para tener un México y un 

Sonora seguro;  aparte, era una responsabilidad como legisladores tomar este tipo 

de decisiones, y era necesario comentarlo dado las circunstancias por la 

delincuencia en el Estado y a nivel nacional, por tanto, como Presidente de la 

Comisión de Seguridad Publica daba su respaldo a esta propuesta del diputado 

Guerrero López, pues veía el aspecto positivo de cuidar a los servidores públicos y 

a sus familias que se entregan a diario, para que Sonora sea más seguro;  y sin 

que se presentaran más participaciones, fue aprobado por unanimidad en votación 

económica, dictándose el trámite de: “Aprobado el Decreto y comuníquese”. 

 

En cumplimiento al punto 9 del Orden del Día, la Presidencia 

informó que no recibieron solicitud alguna para ser incluida en este punto, con el 

carácter de urgente o importante, y procedió a dar lectura a la iniciativa de Decreto 

que clausura esta sesión extraordinaria, el cual enuncia: “ARTÍCULO UNICO.- La 

Quincuagésima Novena Legislatura Constitucional del Congreso del Estado de 

Sonora, clausura hoy, previas las formalidades de estilo, la sesión extraordinaria a 

que fue convocada por su Diputación Permanente, mediante resolutivo aprobado 

en sesión celebrada el día 25 de febrero de 2011. SALON DE SESIONES DEL H. 

CONGRESO DEL ESTADO.  Hermosillo, Sonora, 28 de febrero de 2011”;  y 
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puesto a consideración de la Asamblea, fue aprobado por unanimidad, en votación 

económica, dictándose el trámite de: “Aprobado el Decreto y comuníquese”. 

 

Sin que hubiere más asuntos por desahogar, el diputado 

Presidente levantó la sesión a las catorce horas con veintiocho minutos. 

 

Se hace constar en la presente Acta, la no asistencia de los 

diputados Córdova Bon Daniel y Rosas López Gorgonia, con justificación de la 

Mesa Directiva. 

 
 
 

 

                                    
DIP. DAVID SECUNDINO GALVÁN CÁZARES 

  PRESIDENTE 
 
 
 

 
DIP.  JESUS ALBERTO LÓPEZ QUIROZ            DIP. JOSÉ GUADALUPE CURIEL  
                    SECRETARIO           SECRETARIO 
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